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NOMENCLATURA : 1. [40]Sentencia

JUZGADO : 3º Juzgado de Letras de Talca

CAUSA ROL : C-2413-2018

CARATULADO : LARA/ESTADO DE CHILE

Talca, tres de junio de dos mil veinte.

VISTOS:

Con fecha 09 de agosto de 2018 se presenta don LUIS ARTURO LARA RUIZ, 

T cnico Forestal, domiciliado en calle Los Paltos Nº 044, Villa R o Claro, comunaé í  

de Talca, hermano de Francisco Urcisinio Lara Ruiz, quien presenta demanda en 

juicio  ordinario  civil  en  contra  del  FISCO  DE  CHILE,  representado  por  el 

Abogado Procurador Fiscal don Jos  Isidoro Villalobos Garc a Huidobro, domiciliadoé í  

en calle 1 Poniente con 1 y 2 Sur Nº 1055 de Talca, VII Regi n a fin de queó  

obtener reparaci n e indemnizaci n de perjuicios por los da os que me provoc  eló ó ñ ó  

delito  de  homicidio  calificado  realizado  en  contra  de  su  hermano  Francisco 

Urcisinio Lara Ruiz, C dula Nacional de Identidad Nº 6.019.982-5, il cito cuyaé í  

ejecuci n fue causada por agentes del Estado, seg n se expondr  en lo sucesivo. I.ó ú á  

DE LOS HECHOS IL CITOS Y DA OSOS: Consta en juicio criminal incoado anteÍ Ñ  

la Ministro de Fuero do a Patricia Gonz lez Quiroz, en causa Rol N° 2182-98,ñ á  

cuya sentencia es de fecha 27 de Noviembre de 2015, que se cometieron los 

delitos de secuestro calificado y homicidio calificado en contra de Wagner Herid 

Salinas Mu oz y en contra de su hermano Francisco Urcisinio Lara Salinas porñ  

agentes del Estado, estableci ndose respecto de los acusados Luis Guillermo Menaé  

Sep lveda y a C sar Alfonso Corval n Palma el sobreseimiento definitivo por haberú é á  

stos fallecido a la fecha de dictarse sentencia, respecto del acusado Sergio V ctoré í  

Arellano Stark se otorg  sobreseimiento definitivo y parcial y respecto del acusadoó  

Carlos Enrique Massouh Mehech se absolvi  por carecer de prueba suficiente, sinó  

perjuicio de lo cual se acogi  la demanda civil interpuesta en dicha sede por losó  

familiares de don Wagner Eric Salinas Mu oz y por mis hermanos Betzab  delñ é  

Carmen, Aurora Susana, Exequiel Ren , Juan Salustio y Mar a Ernestina, todos deé í  

apellidos  Lara  Ruiz  conden ndose  al  Fisco  de  Chile  a  pagar  la  suma  deá  

$150.000.000 en beneficio de cada uno de ellos. Elevados los antecedentes para 

ante la I. Corte de Apelaciones de Santiago, en causa Rol 144-2016, se confirm  laó  
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sentencia condenatoria con fecha 27 de Noviembre del 2015, modific ndose solo ená  

cuanto a disminuir el quantum de la indemnizaci n a $80.000.000 en caso de losó  

familiares de don Wagner Eric Salinas Mu oz y a $60.000.000.- pesos en caso deñ  

mis hermanos.  Luego,  con fecha 03 de Julio del  a o 2017,  la Excma.  Corteñ  

Suprema  de  Justicia  en  causa  Rol  95.096-2016,  anul  de  oficio  el  veredictoó  

se alado en el p rrafo anterior, dictando sentencia de reemplazo dictaminando loñ á  

siguiente; “1.- Se revoca la sentencia en alzada de veintisiete de noviembre de dos 

mil quince en cuanto por ella se absuelve a Carlos Enrique Massouh Mehech y en 

su lugar se decide que queda condenado a la pena nica de cinco a os y un d aú ñ í  

de  presidio  mayor  en  su  grado  m nimo,  accesorias  de  inhabilitaci n  absolutaí ó  

perpetua para cargos y oficios p blicos y derechos pol ticos y la de inhabilitaci nú í ó  

absoluta para profesiones titulares mientras dure la condena correspondiente a la 

sanci n  por  los  delitos  de  homicidio  calificado  de  Wagner  Salinas  Mu oz  yó ñ  

Francisco  Lara  Ru z,  perpetrados  el  05  de  octubre  de  1973.  2.-  Atendida  laí  

extensi n de la pena impuesta no se concede ninguna de las medidas contempladasó  

en la Ley N° 18.216, por lo que deber  cumplir efectivamente el castigo corporalá  

impuesto. 3.- Se confirma en lo dem s apelado el referido fallo”. Cabe se alará ñ  

que en cuaderno separado de dicho expediente, con fecha 16 de Diciembre de 

2015 se conden  al General de Divisi n de Ej rcito en retiro Luis Joaqu n Ram rezó ó é í í  

Pineda a la pena de 15 a os de presidio mayor en su grado medio como autor delñ  

delito de homicidio calificado en la persona de Wagner Herid Salinas Mu oz y deñ  

Francisco Urcisinio Lara Ruiz, cometidos en Santiago con fecha 05 de Octubre del 

a o 1973 y a la pena de 3 a os y 1 d a por el delito de secuestro simple cometidoñ ñ í  

en  contra  de  las  mismas  v ctimas,  se al ndose  lo  siguiente;  “I.-)  Que  seí ñ á  

CONDENA al encausado LUIS JOAQU N RAM REZ PINEDA, ya individualizado,Í Í  

a  la  pena  de  QUINCE A OS de  presidio  mayor  en  su  grado  medio,  a  lasÑ  

accesorias  de  inhabilitaci n  absoluta  perpetua  para  cargos  y  oficios  p blicos  yó ú  

derechos pol ticos y la de inhabilitaci n absoluta para profesiones titulares mientrasí ó  

dure la condena y al pago de las costas de la causa, como autor de los delitos 

reiterados de homicidios calificados en las personas de Wagner Herid Salinas Mu ozñ  

y de Francisco Urcisinio Lara Ruiz, cometidos en la ciudad de Santiago el 5 de 

octubre de 1973. II.-) Que se CONDENA al procesado ya individualizado, LUIS 

JOAQU N RAM REZ PINEDA, a la pena de TRES A OS Y UN D A de presidioÍ Í Ñ Í  

menor en su grado m ximo, a las accesorias de inhabilitaci n absoluta perpetuaá ó  
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para derechos pol ticos y la de inhabilitaci n absoluta para cargos y oficios p blicosí ó ú  

durante el tiempo de la condena y al pago de las costas de la causa, como autor 

de los delitos de secuestros simples de las mismas v ctimas Wagner Herid Salinasí  

Mu oz y de Francisco Urcisinio Lara Ruiz, cometidos en fecha indeterminada añ  

partir de los ltimos d as del mes de septiembre de 1973 y hasta el d a 4 deú í í  

octubre  de  1973.  III.)  Que  atendida  la  extensi n  de  las  penas  que  han sidoó  

impuestas al sentenciado Ram rez Pineda, no se le otorga ninguno de los beneficiosí  

que contempla la Ley 18.216. En consecuencia las penas impuestas se le contar ná  

desde que se presente a cumplirlas o sea aprehendido a dicho efecto, sirvi ndole deé  

abono los d as que permaneci  detenido y en prisi n preventiva entre el 14 y elí ó ó́  

24 de abril del presente a o, seg n consta de los certificados de fojas 1083 yñ ú  

1101, respectivamente”. EN CUANTO AL ACTOR. Se ala que ejerce esta acci nñ ó  

por el da o que le provoc  el secuestro calificado y homicidio calificado de miñ ó  

hermano Francisco Urcisinio Lara Ruiz, toda vez que solo despu s de 43 a os, seé ñ  

pudo restablecer la verdad acerca de los vej menes que sufriera su hermano, hechoá  

que  marc  y  marcar  dolorosamente  su  vida.  Una  vez  que  la  sentenciaó á  

condenatoria  por el  delito  de secuestro calificado,  fundada en los  principios  y 

normas internacionales de derechos humanos ha quedado ejecutoriada, estoy en las 

condiciones jur dicas de demandar jurisdiccionalmente la reparaci n e indemnizaci ní ó ó  

de perjuicios causados por el secuestro calificado y homicidio calificado de mi 

hermano  Francisco.  Las  sentencias  condenatorias  se aladas  precedentemente  sonñ  

significativas, sobre todo la de dictada por la Excma. Corte Suprema de Justicia, 

pues  las  mismas  aplican  doctrina  que  nace  de  los  principios  y  las  normas 

internacionales  que rigen los  derechos  humanos,  de no haberse aplicado,  como 

familia no habr amos tenido justicia y se hubiera excluido de plano todo intento deí  

demanda civil. Despu s de ejecutoria la sentencia, decid  demandar civilmente alé í  

Estado de Chile por el da o causado por el il cito de que fue v ctima su hermanoñ í í  

y los da os que ello me provoc , los que ya fueron reparados respecto de susñ ó  

hermanos, quienes ejercieron la acci n civil en conjunto con la penal. Lamentoó  

hacerlo contra un Estado hoy democr tico, que ha reconocido la responsabilidad ená  

la  violaci n  de  los  derechos  humanos  cometidas  por  agentes  de  seguridad  yó  

policiales en tiempos de dictadura y ha adoptado algunas medidas paliativas. La 

interposici n de esta demanda mi protesta civilizada por el da o que se le caus  aó ñ ó  

mi hermano y a mi persona. II. RESPECTO DE LOS DA OS CAUSADOS. 1.Ñ  
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Antecedentes  contenidos  en  las  sentencias  condenatorias  respecto  la  v ctima  deí  

delitos de lesa humanidad, don Francisco Urcisinio Lara Ruiz: En proceso Rol 

2.182-98 seguido ante el Ministro de Fuero Sr. Alejandro Sol s se acreditaron legalí  

y  fehacientemente  los  siguientes  respecto  de  los  delitos  que  su  hermano  fue 

v ctima, de los cu les da cuenta el fallo dictado por la Excma. Corte Suprema deí á  

Justicia; “D cimo: Que el hecho delictivo demostrado se mantiene inalterado en laé  

alzada. Tal consisti  en que el 11 de septiembre de 1973 fueron detenidos dosó  

integrantes del equipo de seguridad del presidente Allende, GAP, ambos militantes 

del Partido Socialista, cuyos nombres eran Wagner Herid Salinas Mu oz y Franciscoñ  

Urcisinio Lara Salinas, situaci n que ocurri  en el puente sobre el r o Huayquillo,ó ó í  

en la ciudad de Curic , posteriormente fueron llevados al Regimiento Curic  yó ó  

luego derivados a la c rcel de esa ciudad, tras prestar declaraci n ante la autoridadá ó  

militar de la poca, el 30 de septiembre de 1973 y por orden del jefe de unaé  

comitiva militar que proven an de Santiago, de paso por Curic , fueron trasladadosí ó  

hasta el  regimiento de Artiller a  Motorizada Tacna,  en Santiago, lugar  en queí  

permanecieron privados de libertad hasta el 5 de octubre de 1973; ese d a y ení  

cumplimiento  de  una  orden  superior,  oficiales  de  ese  Regimiento,  durante  un 

patrullaje nocturno de control de toque de queda, transportaron a los detenidos a 

un sitio  en  la  comuna  de  San Bernardo,  en  el  que luego  se  procedi  a  suó  

ejecuci n, mediante fusilamiento, despu s trasladaron sus restos al Servicio M dicoó é é  

Legal,  en  Independencia,  donde  fueron  recibidos  bajo  protocolos  N°3160  y 

N°3161, y al practic rseles la autopsia, se constat  que su deceso se produjo porá ó  

heridas de bala, lo que se consign  en sus certificados de defunci n”. El mismoó ó  

fallo al momento de establecer la participaci n del acusado Carlos Enrique Massouhó  

Mehech en el  fusilamiento de mi  hermano Francisco  Urcisinio establece en el 

considerando Duod cimo lo siguiente “As , es el propio encartado quien se sit a laé í ú  

madrugada  del  5  de  octubre  de  1973,  en  un  operativo  que  culmin  con  eló  

fusilamiento  de  los  dos  detenidos.  Adem s,  reconoce  que  el  Capit n  Menaá á  

Sep lveda le dio la orden de disparar, es decir, manten a en su poder un arma deú í  

fuego, agregando que represent  dicho mandato por lo que fue su superior quienó  

finalmente los  ejecut ,  a ade que en raz n de su insubordinaci n lo oblig  aó ñ ó ó ó  

disparar el tiro de gracia a uno de los prisioneros, indica que hizo punter a a unosí  

tres o cuatro metros, intentando simular la direcci n donde stos se encontraban yó é  

dispar , provocando la salida de uno, dos o tres proyectiles, que no impactaron aó  
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ninguno de los prisionero fallecidos; dichas afirmaciones se consignan en el motivo 

s ptimo de la sentencia de primer grado”. Las declaraciones de testigos que seé  

consignaron en la causa referida, transcritas en el fallo dictado por la Excma. 

Corte Suprema de Justicia dan cuenta de la falta de humanidad en el trato que 

debi  sufrir mi hermano momentos antes de ser fusilado, a saber; Luis Guillermoó  

Mena Sep lveda declara; “hab a dos presos  que hab an sido sorprendidos  conú í í  

armas en su poder y que hab a que fusilarlos,  de acuerdo a un decreto delí  

gobierno militar, y le dio dicha orden, de fusilarlos. Y en un sobre le entreg  susó  

c dulas de identidad; le pareci  muy extra o que una orden de esa naturaleza leé ó ñ  

fuera comunicada en presencia de tanta gente, y de inmediato pens  que si seó  

negaba  a  cumplirla,  se  le  tomar a  detenido  y  probablemente  su  vida  estar aí í  

expuesta, adem s de las de sus familiares directos, y que lo estaban poniendo aá  

prueba, por lo que opt  por decir conforme, sin exigirle orden escrita, ya queó  

habr a corrido peligro de hacerlo, pero pidi  que se le asignara a un m dico delí ó é  

Regimiento para verificar la muerte de las personas, lo que le concedi  Ram rez;ó í  

agrega que en ese momento el oficial de material de guerra, teniente Massouh le 

manifest  que quer a vivir la experiencia de presenciar un fusilamiento, lo que leó í  

pareci  una soberana estupidez, pero de inmediato pens  que este oficial hab a sidoó ó í  

designado para verificar el cumplimiento de la orden…”. Luego a ade que “a nñ ú  

no decid a a quien ordenar a disparar, pero finalmente le fue imposible ordenar aí í  

nadie  que  cometiera  tal  acto,  por  lo  que  decidi  hacerlo  personalmente,ó  

record ndose entonces del teniente Massouh, y pensando que seguramente estabaá  

designado para comprobar que l cumpliera la orden, lo llam  y le orden  queé ó ó  

disparara a una de las personas, la de la derecha, mientras l disparar a al de laé í  

izquierda, agrega que los detenidos no estaban amarrados, pero s  orden  ponerlesí ó  

una venda en los ojos, se ejecut  la orden y l dispar , sin embargo el teniente noó é ó  

lo hizo, por lo que debi  disparar tambi n a la persona de la derecha; el armaó é  

empleada fue un fusil SIG; en seguida el m dico del regimiento, doctor Corval n,é á  

procedi  a verificar la muerte de dichas personas, comprobando que al que ló é  

hab a disparado primero, que lo hizo en el pecho, estaba muerto, no as  el otro, yí í  

teniendo en cuenta entonces que Massouh no hab a disparado, le dio tanta rabia,í  

que le orden  darle el tiro de gracia, empleando su pistola; el teniente Massouhó  

dispar  unos cuatro o cinco tiros hasta que efectivamente le dio un tiro mortal aó  

esa persona; aclara que no mir  esos disparos, s lo los escuch …”. Por su parteó ó ó  
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el testigo C sar Alfonso Corval n Palma declara lo siguiente respecto de los ltimosé á ú  

momentos de vida de mi hermano “el Capit n Mena dispar  con un fusil SIGá ó  

(suizo- talo-germano), a uno de ellos, s lo un tiro en dos oportunidades, cayendo alí ó  

suelo el que insultaba, no recuerda con detalle c mo pas  respecto del segundo,ó ó  

pero le dispararon y luego el teniente Massouh le dio el tiro de gracia, todo 

ordenado por el Capit n Mena; agrega que se produjo un di logo entre ellos dos,á á  

l por su parte fue a examinar a los sujetos y vio a uno de ellos como tiritando, yé  

le dio la impresi n de que estaba vivo, por lo que le dijo al Capit n Mena que leó á  

dieran el tiro de gracia, y fue en ese momento que Mena le orden  al tenienteó  

Massouh que le disparara el golpe de gracia; luego de eso el Capit n orden  unaá ó  

descarga al aire a los dem s soldados, previo a se alarles que eran enemigos de laá ñ  

patria, como justificando lo ocurrido…”. La causa directa e inmediata en que se 

funda  la  presente  demanda  es  la  sentencia  condenatoria  de  la  Excma.  Corte 

Suprema de Justicia, de fecha 03 de Julio de 2017 dictada en autos Rol N° 

95.096-2016, que anulando el fallo de la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago, 

en sentencia de reemplazo de la misma fecha decret  lo siguiente; “1.- Se revocaó  

la sentencia en alzada de veintisiete de noviembre de dos mil quince en cuanto por 

ella se absuelve a Carlos Enrique Massouh Mehech y en su lugar se decide que 

queda condenado a la pena nica de cinco a os y un d a de presidio mayor en suú ñ í  

grado m nimo, accesorias de inhabilitaci n absoluta perpetua para cargos y oficiosí ó  

p blicos  y  derechos  pol ticos  y  la  de  inhabilitaci n  absoluta  para  profesionesú í ó  

titulares mientras dure la condena correspondiente a la sanci n por los delitos deó  

homicidio calificado de Wagner Salinas Mu oz y Francisco Lara Ru z, perpetradosñ í  

el 05 de octubre de 1973. 2.- Atendida la extensi n de la pena impuesta no seó  

concede ninguna de las medidas contempladas en la Ley N° 18.216, por lo que 

deber  cumplir efectivamente el castigo corporal impuesto. 3.- Se confirma en loá  

dem s  apelado  el  referido  fallo”.  Necesario  resultar  reproducir  ciertosá á  

considerandos que fundan la decisi n de la Excma. Corte pues nos muestra queó  

nuestros Altos Tribunales han incorporado la doctrina, principios y normativas de 

derecho  internacional  en  materia  de  derechos  humanos  y derecho  humanitario: 

“7° Que en cuanto a las alegaciones de prescripci n y amnist a formuladas enó í  

favor del procesado, cabe recordar que los hechos demostrados se encuadran en 

aquellos denominados de lesa humanidad, los que ocurrieron en un contexto de 

violaciones a los derechos humanos graves, masivas y sistem ticas, verificadas porá  
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agentes del Estado, constituyendo las v ctimas un instrumento dentro de una pol ticaí í  

a escala general de exclusi n, hostigamiento, persecuci n o exterminio de un grupoó ó  

de numerosos compatriotas a quienes en la poca inmediata y posterior al once deé  

septiembre  de  mil  novecientos  setenta  y  tres  se  le  sindic  de  perteneceró  

ideol gicamente  al  r gimen pol tico  depuesto  o  que por  cualquier  circunstanciaó é í  

fuera  considerado  sospechoso  de  oponerse  o  entorpecer  la  realizaci n  de  laó  

construcci n social y pol tica ideada por los detentadores del poder, garantiz ndolesó í á  

la impunidad a los ejecutores de dicho programa mediante la no interferencia en 

sus m todos,  tanto con el ocultamiento de la realidad ante la solicitud de losé  

tribunales ordinarios de justicia de informes atingentes, como por la utilizaci n deló  

poder  estatal  para  persuadir  a  la  opini n  p blica  local  y  extranjera  que  lasó ú  

denuncias formuladas al efecto eran falsas y respond an a una campa a tendiente aí ñ  

desprestigiar  al  gobierno  autoritario.  As ,  personas  que  se  sirven  de  medios  eí  

instrumentos estatales para perpetrar tan graves cr menes contra los derechos yí  

libertades fundamentales del individuo, se envuelven en un manto de impunidad 

fraguado con recursos propios del Estado. 8° Que son cr menes de lesa humanidadí  

aquellos  il citos  que  no  s lo  contravienen  los  bienes  jur dicos  com nmenteí ó í ú  

garantizados por las leyes penales, sino que al mismo tiempo suponen una negaci nó  

de la personalidad del hombre, de suerte tal que para su configuraci n existe unaó  

ntima conexi n entre los delitos de orden com n y un valor agregado que seí ó ú  

desprende de la inobservancia y menosprecio a la dignidad de la persona, porque la 

caracter stica principal de esta figura es la forma cruel con que diversos hechosí  

criminales son perpetrados, los que contrar an de forma evidente y manifiesta elí  

m s  b sico  concepto  de  humanidad,  destac ndose  tambi n  la  presencia  delá á á é  

ensa amiento con una especial clase de individuos, conjugando as  un eminenteñ í  

elemento  intencional,  en  tanto  tendencia  interior  espec fica  de  la  voluntad  delí  

agente. En definitiva, constituyen un ultraje a la dignidad humana y representan 

una violaci n grave y manifiesta de los derechos y libertades proclamadas en laó  

Declaraci n Universal de los Derechos Humanos, reafirmadas y desarrolladas enó  

otros instrumentos internacionales pertinentes. (En este sentido SCS Roles Nros. 

7803-2015, 20166-2015, 37.035- 2015, 179- 2016, 2962-2016, entre otras). 9° 

Que entre las caracter sticas que distinguen este tipo de transgresiones se destacaní  

la imprescriptibilidad, la imposibilidad de amnistiarlos y de consagrar circunstancias 

excluyentes de responsabilidad que pretendan impedir la investigaci n y sanci n deó ó  
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los responsables de tan graves violaciones a los derechos esenciales tales como la 

tortura, las ejecuciones sumarias, extra - legales o arbitrarias y las desapariciones 

forzadas,  todas  ellas  prohibidas  por  el  derecho  internacional  de  los  derechos 

humanos. De este modo, teniendo en cuenta la naturaleza de los hechos de la 

presente causa as  como el contexto en el que indudablemente deben inscribirse yí  

la participaci n que un miembro del Estado ha tenido en ellos, no cabe dudaó  

alguna que deben ser subsumidos a la luz del derecho internacional humanitario 

dentro de la categor a de cr menes contra la humanidad y que se deben penalizar,í í  

pues merecen una reprobaci n tan en rgica de la conciencia universal, al atentaró é  

contra los valores humanos fundamentales, que ninguna convenci n, pacto o normaó  

positiva  puede  derogar,  enervar  o  disimular”.  2.  Reconocimiento  del  Estado 

respecto de la calidad de v ctima de delitos de lesa humanidad de mi hermanoí  

Francisco Lara Ruiz. El caso de mi hermano Francisco Urcisinio Lara Ruiz forma 

parte  del  Informe  Retting,  donde  se  da  cuenta  de  ste  como  “muerto”,é  

se al ndose respecto de su persona lo siguiente: FRANCISCO URCISINIO LARAñ á  

RUIZ Muerto. Santiago, septiembre de 1973 Francisco Lara de 22 a os de edad,ñ  

casado, ten a un hijo. Se desempe aba como miembro del dispositivo de Seguridadí ñ  

Presidencial  (GAP).  Militante  del  Partido  Socialista.  Detenido  el  d a  11  deí  

septiembre de 1973 en las afueras de Curic  por efectivos del Ej rcito. Trasladadoó é  

a la c rcel de esa localidad y posteriormente a Santiago. Fue ejecutado por agentesá  

del Estado el 5 de octubre de 1973. 3. Respecto de lo vivido en relaci n aló  

secuestro y homicidio calificado de que fue v ctima mi hermano Francisco Urcisinioí  

Lara Ruiz. Mi hermano naci  el 20 de Febrero del a o 1951 en esta ciudad,ó ñ  

siendo el tercero de 8 hermanos, yo soy el mayor de todos. Luego de terminar sus 

estudios secundarios comenz  a colaborar conmigo en labores forestales, las queó  

llevaba a cabo con mucho entusiasmo y cari o, todo, hasta que result  electo elñ ó  

Presidente Salvador Allende ya que a partir de ese momento se entreg  totalmenteó  

a sus actividades pol ticas. En esa poca se encontraba casado con Mar a Ang licaí é í é  

Rojas  Basoalto,  con quien ten a  un hijo.  Como militante  del  partido  socialistaí  

integr  el grupo de seguridad del Presidente Salvador Allende, conocido como GAPó  

(Grupo de Amigos Personales), siempre me se al  que estaba donde quer a estarñ ó í  

porque le encantaba la militancia que ejerc a perteneciendo a dicho grupo. Loí  

recuerdo como una persona proactiva, que vivi  en plenitud su corta vida, siempreó  

me dec a que deb amos vivir sin limitaciones porque el nico l mite estaba ení í ú í  
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nuestra mente y que deb amos obrar consecuentemente con lo que pens bamos,í á  

asumiendo las consecuencias de nuestros actos. Personalmente me siento orgulloso de 

haber sido su hermano porque era un ser humano extraordinario, ten a capacidad yí  

potencial innato que le permit an desempe ar cualquier tipo de actividad de unaí ñ  

forma nica. Todos los recuerdos que tengo de mi hermano Francisco Urcisinioú  

est n cargados de nostalgia, admiraci n y respeto por su fuerza, coraje y valent a,á ó í  

fue el quien me ense o a vivir intensamente siempre respetando a nuestros pares,ñ  

l era quien me conten a, quien me hac a re r y romp amos esquemas, recuerdoé í í í í  

con mucho amor aquellas largas tertulias en las que arm bamos y desarm bamos elá á  

mundo, est bamos llenos de ideales y de sue os por concretar. Mi hermano pese aá ñ  

ser m s joven siempre fue mi gu a, era una persona profunda, un ser humanoá í  

extraordinario. El 11 de Septiembre del a o 1973 y con solo 22 a os de edad fueñ ñ  

tomado detenido junto a Wagner Herid Salinas Mu oz cuando ambos transitabanñ  

sobre  el  puente  del  R o  Huayquillo,  en  la  ciudad  de  Curic  por  militaresí ó  

integrantes de la denominada “Caravana de la Muerte”, siendo trasladado al 

Regimiento de dicha ciudad, luego de ser torturados el 30 de Septiembre de 1973 

y por orden del jefe de una comitiva militar que proven an de Santiago y queí  

estaban  de  paso  por  Curic  fueron  trasladados  al  Regimiento  de  Artiller aó í  

Motorizada Tacna en la ciudad de Santiago, lugar en que permanecieron privados 

de libertad hasta el 05 de Octubre de ese a o, fecha en la cual oficiales delñ  

Regimiento los trasladaron a un sitio de la comuna de San Bernardo para darles 

muerte mediante fusilamiento. Mientras estuvo privado de libertad en Curic  comoó  

familia lo visitamos indic ndonos que hab a sido tomado detenido y que hab aá í í  

entregado sus armas voluntariamente, a fines de Septiembre del a o 1973 se nosñ  

inform  en la c rcel que hab a sido puesto en libertad, lamentablemente luego nosó á í  

enteramos que su cuerpo estaba en el Instituto M dico Legal de Santiago, lugaré  

desde donde fue retirado por nuestro padre quien se pudo percatar que su cad verá  

presentaba signos de tortura, con aplicaci n de corriente, fractura del brazo derechoó  

y hematomas en la espalda y piernas, adem s de 5 impactos de bala en el t rax yá ó  

uno en la regi n parietal derecha con p rdida de masa encef lica. Solo el a o 1987ó é á ñ  

por una publicaci n de la revista Apsi nos enteramos que hab a sido ejecutadoó í  

junto a su compa ero Wagner Salinas. El da o sicol gico que nos provoc  comoñ ñ ó ó  

familia la detenci n y posterior fusilamiento de mi hermano, sobre todo luego deó  

conocidos los horribles hechos que marcaron sus ltimos d as provocaron en miú í  
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persona un dolor que dej  graves secuelas hasta el d a de hoy tanto mi como enó í  

mis hermanos. Personalmente manten a con el una estrecha relaci n y el dolorí ó  

desde el fat dico d a en que fue detenido no ha cesado, por el contrario,  seí í  

incrementa. Lamentablemente con mis hermanos vivimos condicionados por el temor 

de correr la misma suerte que Francisco, fueron a os oscuros y muy duros, de unañ  

inestabilidad total, como familia cada uno de nosotros vivi  el dolor personalmente,ó  

sin compartirlo porque inconscientemente no quer amos da arnos m s con nuestrosí ñ á  

propios  dolores,  creo  que  fue  una  forma  de  protegernos  entre  nosotros. 

Personalmente mi personalidad se modific  totalmente, me volv  una persona pocoó í  

sociable,  introvertida  y  temerosa,  jam s  pude  generar  lazos  de  confianza  coná  

amistades, el vac o que dej  la partida de mi hermano me trastoc  totalmente laí ó ó  

vida.  Siento  que Francisco  m s  que mi  hermano  era  mi  amigo del  alma,  miá  

confidente  y  mi  apoyo,  de  l  aprend  las  cosas  m s  importantes  de  la  vida.é í á  

Actualmente tengo 72 a os de edad y a n lo recuerdo y no me resigno a queñ ú  

haya partido a tan temprana edad, mucho menos a los hechos que rodearon su 

deceso, no se merec a tener esa muerte. Desde su deceso y con las herramientasí  

que me dio la vida pude continuar mi vida cargando mis heridas y tratando de 

sanarme del alma en la medida en que el tiempo me lo permit a, luego de suí  

partida  me  sent a  solo,  desolado,  abandonado  y  confundido,  no  sab a  c moí í ó  

continuar mi vida. Su recuerdo a n se mantiene vivo en nuestra familia, la queú  

lamentablemente y producto del dolor que nos provoc  su deceso, se fractur , nosó ó  

aislamos. A mi hijo mayor le puse su nombre en su honor, pretendiendo que 

adquiera con ello rasgos de su personalidad; Era un muchacho alegre, solidario, 

sincero,  entusiasta,  sobresal a  por  sobre  todas  las  personas  con  las  queí  

compart amos, cuyo recuerdo y esp ritu he tratado de seguir y traspasar a misí í  

hijos. III. EN CUANTO AL SUJETO PASIVO DE LA ACCI N REPARATORIAÓ  

E INDEMNIZATORIA QUE SE PRETENDE. Quisiera precisar que me he dirigido 

exclusivamente contra el Estado de Chile. Las personas condenadas se encuentran 

cumpliendo  o  cumplieron  la  sentencia  judicial  respectiva  y  por  s lo  estaó  

circunstancia debo considerarlos como pobres individuos, un sentido de prudencia 

me lleva a limitar su responsabilidad en la dimensi n penal por ellos asumida.ó  

Espero que el Consejo de Defensa del Estado, asuma una posici n activa proó  

derechos humanos, pro hominis, porque comparto el principio que el Estado est  alá  

servicio  de la  persona  humana  y que los  derechos  humanos  son anteriores  y 
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superiores al Estado y constituyen un l mite a la soberan a. De todo delito naceí í  

una acci n penal para perseguir a los responsables y una acci n civil tendiente aó ó  

reparar  los  da os  provocados  por  el  il cito.  En el  presente  caso  el  delito  deñ í  

secuestro y homicidio calificado de que fue v ctima mi hermano ha sido perseguibleí  

exclusivamente por tratarse de un delito de lesa humanidad. De lo contrario, se 

habr a aplicado el criterio jur dico de extinci n de responsabilidad penal de cosaí í ó  

juzgada y prescripci n. Resultar a completamente improcedente tratar de eludir laó í  

responsabilidad del Estado v a alegaciones de prescripci n civil, a lo menos por dosí ó  

razones. Una, estamos frente a un delito de lesa humanidad, as  declaro por laí  

Jurisdicci n nacional y por ende imprescriptible tanto en el ejercicio de la acci nó ó  

penal como de la consecuencia  de ella,  la civil.  Segundo, s lo a partir  de laó  

sentencia definitiva de la Corte Suprema de Justicia, esta parte demandante ha 

incorporado a su patrimonio el deber de exigir la reparaci n e indemnizaci n queó ó  

se demanda. De haberse denegado justicia en el mbito nacional, s lo nos restabaá ó  

recurrir  al  rgano  jurisdiccional  internacional  de  protecci n  de  los  derechosó ó  

humanos  por  clara  violaci n  a  las  normas  internacionales  derechos  humanos  yó  

derecho  humanitario.  RESPECTO  DEL  DERECHO  APLICABLE.  De  la 

responsabilidad por los da os y del deber de reparaci n,  hoy es pr cticamenteñ ó á  

un nime en la doctrina como en la jurisprudencia de los Tribunales Superiores deá  

Justicia  que la  responsabilidad de los  rganos del  Estado por las  lesiones  queó  

puedan causar afectando derechos de las personas, se funda en normas de derecho 

p blico y no de derecho privado como las que se derivan de las normas delú  

C digo  Civil  en  materia  de  responsabilidad  extracontractual,  tambi n  llamadaó é  

responsabilidad aquiliana. En el presente caso concurren dos fuentes normativas 

principales, una, es la propia Constituci n Pol tica del Estado y, otra, de derechoó í  

p blico internacional en materia de derechos humanos como es la que deriva de laú  

Convenci n Americana de Derechos Humanos, que sabiamente inspira por lo dem só á  

la sentencia de la I. Corte de Apelaciones de Talca. Desde un punto de vista del 

derecho p blico  interno,  ella  descansa en el  inciso 2° del  art culo  38 de laú í  

Constituci n Pol tica, que dispone: “Cualquier persona que sea lesionada en susó í  

derechos  por  la  Administraci n  del  Estado,  de  sus  organismos  o  de  lasó  

municipalidades,  podr  reclamar  ante  los  tribunales  que  determine  la  ley,  siná  

perjuicio  de la  responsabilidad que pudiere  afectar  al  funcionario  que hubiere 

causado el da o”. El hecho que la norma constitucional separe el hecho de lañ  
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lesi n del agente culposo, de acuerdo a la frase final del precepto: “sin perjuicioó  

de la responsabilidad que le pudiere afectar al funcionario que hubiere causado el 

da o”, nos pone frente a lo que la doctrina denomina la responsabilidad objetivañ  

del Estado, fundada ella en una norma derecho p blico, distinta de la civil. Elú  

destacado e influyente jurista Ius Administrativista  Eduardo Soto Kloss estima– –  

que atendido el principio de la supremac a constitucional  en cuya virtud ningunaí –  

norma de rango inferior puede contradecirla  y del principio “pro persona”, que–  

consagra el art culo 1° del texto constitucional, en cuanto a que el Estado est  alí á  

servicio de la persona, obliga poner en el centro a la persona lesionada en sus 

derechos por la “Administraci n del Estado” y no al tema de la culpa deló  

funcionario que ser  una cuesti n de car cter disciplinario-administrativa que noá ó á  

empec  al  lesionado.  Para  que  operase  esta  responsabilidad  objetiva  de  laé  

Administraci n bastar a que concurriesen tres elementos copulativamente: (a) lesi nó í ó  

de un derecho; (b) lesi n causada por un agente del Estado en el ejercicio de susó  

funciones; y (c) relaci n causal entre los mismos. Nos abstraeremos de la discusi nó ó  

doctrinaria y jurisprudencial  relativa a un concepto amplio o restringido de la 

responsabilidad objetiva del Estado, compartiendo que en un amplio campo del 

derecho debe acreditarse la “falta de servicio”, como causa de la responsabilidad 

del Estado, concepto que se incorpor  jurisprudencialmente en 1985 en Francia yó  

que se ha incorporado a nuestra legislaci n de manera relativamente reciente. En eló  

presente caso,  resulta  ocioso abundar sobre el  tema porque hay una sentencia 

judicial de car cter penal que determin  la responsabilidad de funcionarios activos á ó –

a la poca- en la comisi n del delito de secuestro calificado y ninguna ley podr aé ó í  

autorizar a un funcionario del Estado cometer una acci n il cita, menos de car cteró í á  

penal. La segunda fuente normativa es del derecho internacional de los derechos 

humanos.  No  hay  duda  que  el  secuestro  y  homicidio  calificado  causado  por 

funcionarios  del  Estado  a  mi  hermano  Francisco  Urcisinio  Lara  Ruiz,  en  el 

contexto  pol tico  producido  constituy  un  delito  de  lesa  humanidad,í ó  

internacionalmente considerando y sancionado como tal, viol ndose el derecho a laá  

vida,  protegido por  el  art culo  4° de la  Convenci n Americana  de Derechosí ó  

Humanos. El art culo 63 de la Convenci n establece un deber general de reparaci ní ó ó  

a favor del lesionado en el goce de un derecho o libertad conculcado. Mandata 

expresamente a la Corte Interamericana, cuando ella constate que hubo violaci n deó  

un  derecho  o  libertad  protegidos  por  la  Convenci n,  a  ordenar  reparar  lasó  

V
X

Z
P

P
V

F
W

G
M



consecuencias  de  vulneraci n  de  esos  derechos  y  al  pago  de  una  justaó  

indemnizaci n  a   la  parte  lesionada.  Este  deber  no  se  encuentra  obviamenteó  

restringido al  rgano jurisdiccional  internacional,  sino que estamos frente a unó  

mandato  normativo  de  car cter  internacional  pero  internalizado  en  el  nuestroá  

interno con la ratificaci n por Chile de Convenci n, mandato que compromete aló ó  

Estado a adoptar las medidas legislativas u otras de adecuaci n del derecho interno,ó  

en virtud de los dispuesto en los art culos 1.1 y 2 de la Convenci n Americana.í ó  

Como bien lo ha declarado la Corte Interamericana este deber de adecuaci n de laó  

legislaci n  interna  a  la  normativa  de  derechos  humano  no  es  de  car cteró á  

program tico sino un deber actual y exigible. Como bien lo destaca en el Votoá  

concurrente  el  Juez  Antonio  A.  Cancado  Trindade,  en  sentencia  de  22  de 

noviembre de 2005, en el “Caso Palamara Iribarde Vs. Chile”, “no se viola la 

Convenci n Americana solamente y en la medida en que se viol  un derechoó ó  

especifico por ella protegido, sino tambi n cuando se deja de cumplir uno de losé  

deberes generales (art culos 1 (1) y 2 de la Convenci n de respetar y hacerí ó –  

respetar, sin discriminaci n alguna, los derechos por ella protegidos- es mucho m só á  

que  un  simple  “accesorio”  de  las  disposiciones  atinentes  a  los  derechos 

convencionales consagrados, tomando uno aun, individualmente, es un deber general 

que se impone a los Estados Partes y que abarca el conjunto de los derechos 

protegidos por la Convenci n”. No hay duda de que los tormentos y vej menesó á  

sufridos por mi hermano, en el contexto pol tico producido constituyen delitos deí  

lesa humanidad. El art culo 7º del Estatuto de la Corte Penal Internacional se ala;í ñ  

“Cr menes  de  lesa  humanidad.-  Para  los  efectos  del  presente  Estatuto  seí  

entender n  por  cr menes  de  lesa  humanidad  cualquiera  de  los  actos  siguientesá í  

cuando se cometa como parte de un ataque generalizado o sistem tico contra unaá  

poblaci n civil y con conocimiento de dicho ataque; f) Tortura (…) k) Otros actosó  

inhumanos de car cter similar que causen intencionalmente graves sufrimientos oá  

atenten gravemente contra la integridad f sica o la salud mental o f sica” El delitoí í  

relativo a las torturas a que fue sometido Francisco, tiene el car cter de crimená  

internacional, siendo considerado como de lesa humanidad porque la Comunidad 

Internacional  es  en  su  totalidad  agraviada  o  afectada  al  producirse.  Desde  la 

Declaraci n Universal de los Derechos Humanos formulada en 1948 y luego de laó  

experiencia de los Tribunales Militares de Nuremberg existe conciencia internacional 

de no tolerarse estas conductas. La tortura es entonces uno de aquellos delitos que 
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destruyen lo m s preciado de la persona humana. Es as  que el Pacto Internacionalá í  

de Derechos Civiles y Pol ticos regula su prohibici n absoluta en su art culo 7º, aí ó í  

saber; “Nadie ser  sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos oá  

degradantes.  En  particular,  nadie  ser  sometido  sin  su  libre  consentimiento  aá  

experimentos m dicos o cient ficos” Del mismo modo, en el sistema Interamericanoé í  

de protecci n de los  derechos humanos la  Convenci n Americana de Derechosó ó  

Humanos  proh be  la  tortura  en  su  art culo  5º,  se alando:  “Derecho  a  laí í ñ  

integridad personal: 1.- Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad 

f sica, ps quica y moral. 2.- Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas crueles,í í  

inhumanas o degradantes. Toda persona privada de libertad ser  tratada con elá  

respeto  debido  a  la  dignidad  inherente  al  ser  humano” Sin  perjuicio  de  la 

normativa se alada se debe tener presente el art culo 2.3º del Pacto Internacionalñ í  

de Derechos Civiles y Pol ticos,  se ala que; “Toda persona cuyos derechos oí ñ  

libertades reconocidos en el presente Pacto hayan sido violadas podr n interponerá  

un recurso  efectivo”,  lo  que  supone  el  derecho  a  buscar  y  conseguir  plena 

reparaci n, incluida restituci n, indemnizaci n, satisfacci n, rehabilitaci n y garant asó ó ó ó ó í  

de no repetici n. En este contexto encontramos tambi n el principio 15 de losó é  

Principios  y directrices  b sicos  sobre el derecho de las  v ctimas de violacionesá í  

graves  del  derecho  internacional  humanitario  a  interponer  recursos  y  obtener 

reparaciones, adoptados por la Comisi n de Derechos Humanos en su Resoluci nó ó  

2005/35 de 19 de abril de 2005, el cual se ala que; “Conforme a su derechoñ  

interno  y  a  sus  obligaciones  jur dicas  internacionales,  los  Estados  conceder ní á  

reparaci n a las v ctimas por las acciones u omisiones que puedan atribuirse aló í  

Estado  y  constituyan  violaciones  manifiestas  de  las  normas  internacionales  de 

derechos humanos o violaciones graves del derecho internacional humanitario”. La 

normativa citada impone al Estado una serie de obligaciones, debiendo cumplir sus 

compromisos de buena fe,  con la voluntad real y cierta de hacerlos efectivos 

(art culo  26 de la  Convenci n  de Viena  sobre  Derecho  de los  Tratados).  Ení ó  

materia de derechos humanos este principio tiene mayor relevancia,  porque los 

tratados que regulan estas materias no se tratan de un acuerdo entre estados, sino 

que es la protecci n del individuo mismo. As  las cosas, respecto de la obligaci nó í ó  

de cumplimiento para el Estado de los Tratados ratificados por ste y que seé  

refieren a normativa que resguarda los Derechos Humanos, se manifiesta a trav sé  

de 3 obligaciones principales: a. Respeto, esto es cumplir directamente la conducta 
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establecida  en  el  tratado,  adoptando  medidas  efectivas  para  hacer  cumplir  el 

tratado. b. Garant a, esto es promover la posibilidad real y efectiva de que lasí  

personas sujetas a su jurisdicci n ejerzan sus derechos y disfruten de las libertadesó  

que se les reconocen, creando condiciones para que ello se produzca. Para cumplir 

con esta obligaci n de garant a existen ciertas formas; - La obligaci n del Estadoó í ó  

de asegurar el pleno goce y ejercicio de los derechos - El deber de proteger a las 

personas frente a amenazas de agentes privados o p blicos en el goce de losú  

derechos - Adoptar medidas de prevenci n general frente a casos de violacionesó  

graves de derechos - Reparar a las v ctimas (Como medida final, en todo caso deí  

violaci n de derechos humanos, el Estado deber  reparar a las v ctimas de acuerdoó á í  

con  los  est ndares  que  al  efecto  se  han  establecido  en  el  DIDH:  restituci n,á ó  

satisfacci n, compensaci n y garant as de no repetici n) - Cooperar con los rganosó ó í ó ó  

internacionales para que estos puedan desarrollar sus actividades de control c. No 

discriminaci n. Por lo expuesto, demando por concepto de reparaci n lo siguiente:ó ó  

1. El reconocimiento p blico de que Francisco Urcisinio Lara Ruiz fue v ctima deú í  

un delito de lesa humanidad, restituy ndose en plenitud su honra y dignidad. Paraé  

este efecto solicitaremos que se condene a la demandada a pagar una inserci n deó  

prensa en un diario de la ciudad de Talca en que se haga p blico lo sustancial deú  

lo sentenciado por la Excma. Corte Suprema de Justicia en la causa Rol N° 

95.096-2016. 2. Por concepto de justa indemnizaci n a la parte lesionada, estimoó  

que el Estado, no solo por los actos de sus dependientes sino porque fue una 

pr ctica  institucional  permanente,  decidida  por  quienes  lo  controlaban,  esá  

responsable de la violaci n de los derechos a la libertad, a la vida y a la integridadó  

f sica  y s quica  en la  persona de mi  hermano Francisco  Urcisinio Lara Ruiz.í í  

Atendido lo expuesto,  por concepto  indemnizaci n  moral  demando la  suma deó  

$200.000.000.- (doscientos millones de pesos) en mi beneficio, o lo que estime 

conforme a derecho y a las probanzas del juicio. Solicita tener por interpuesta 

demanda de reparaci n e indemnizaci n de perjuicios en contra del Fisco de Chile,ó ó  

representado por don Jos  Isidoro Villalobos Garc a Huidobro, Abogado, Procuradoré í  

Fiscal de la VII Regi n,  ya individualizado, por los delitos de lesa humanidadó  

cometidos por sus agentes, quienes causaron el secuestro y homicidio calificado de 

mi hermano Francisco Urcisinio Lara Ruiz a fin de que por concepto de acci nó  

reparatoria indemnizatoria sea obligado a: 1. A un reconocimiento p blico de queú  

Francisco  Urcisinio  Lara  Ruiz  fue  v ctima  de  un  delito  lesa  humanidad,í  
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restituy ndose en plenitud su honra y dignidad, conden ndose a la demandada aé á  

pagar una inserci n de prensa en un diario de la ciudad de Talca en que se hagaó  

p blico lo sustancial de lo sentenciado por la Excma. Corte Suprema de Justicia enú  

la causa Rol N° 95.096-2016.  2. Por concepto de justa indemnizaci n a la parteó  

lesionada, estimo que el Estado, no solo por los actos de sus dependientes sino 

porque  fue  una  pr ctica  institucional  permanente,  decidida  por  quienes  loá  

controlaban, es responsable de la violaci n de los derechos a la libertad, a la vidaó  

y a la integridad f sica y s quica en la persona de mi hermano Francisco Urcisinioí í  

Lara Ruiz. Atendido lo expuesto, por concepto indemnizaci n moral demando laó  

suma de $200.000.000.- (doscientos millones de pesos) en mi beneficio, o lo que 

estime conforme a derecho y a las probanzas del juicio. Las sumas indicadas, o las 

que se determine, deber n cancelarlas debidamente reajustadas y con el m ximoá á  

inter s legal desde la fecha de notificaci n de la demanda hasta el efecto pago deé ó  

ellas. Todo, con expresa condena en costas.

Con  fecha  05  de  septiembre  de  2018  se  notific  a  la  parte  demandada  deó  

conformidad al art culo 44 del C digo de procedimiento civil, como consta delí ó  

estampado del Receptor Judicial.

Con fecha  06 de septiembre de 2018 el  Fisco  de Chile,  representado por  el 

Abogado Procurador Fiscal de Talca del Consejo de Defensa del Estado, don José 

Isidoro  Villalobos  Garc a-Huidobro,  viene  en  contestar  la  demanda  civil  deí  

indemnizaci n  de  perjuicios  deducida  en  autos.  Al  efecto  se ala:  Don  LUISó ñ  

ARTURO LARA RUIZ, en su calidad de hermano de la v ctima directa del delitoí  

de homicidio, don Francisco Urcisinio Lara Ruiz, deduce demanda en contra del 

Fisco  de  Chile,  con  el  objeto  de  que  este  sea  condenado  a  pagarle  una 

indemnizaci n por da o moral ascendente a $200.000.000, m s el m ximo inter só ñ á á é  

legal calculado desde la fecha de la notificaci n de la demanda hasta el pagoó  

efectivo, mas reajustes y con costas; solicita adicionalmente que se efect e, a costaú  

del demandado, un reconocimiento p blico que el Sr. Lara Ru z fue v ctima de unú í í  

delito de lesa. Funda su demanda en el hecho que don FRANCISCO URCISINIO 

LARA  RUIZ  de  22  a os  de  edad,  miembro  del  dispositivo  de  Seguridadñ  

Presidencial (GAP) y Militante del Partido Socialista fue detenido el d a 11 deí  

septiembre de 1973 en las  afueras  de la  ciudad de Curic  por  efectivos  deló  

Ej rcito, trasladado a la c rcel de esa localidad y posteriormente a Santiago, siendoé á  

ejecutado  por  agentes  del  Estado  el  5  DE  OCTUBRE  DE  1973.  II.) 
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PRESCRIPCI N DE LA ACCION: Siendo la naturaleza de la acci n deducida deÓ ó  

car cter  patrimonial,  opongo  excepci n  de  prescripci n  de  la  acci n  civil  deá ó ó ó  

indemnizaci n de perjuicios con arreglo a lo dispuesto en el art culo 2.332 deló í  

C digo Civil;  solicitando que, por encontrarse prescrita sta, debe rechazarse laó é  

demanda en todas sus partes, con costas. El plazo de prescripci n contemplado enó  

el referido art culo se cuenta, en este caso, desde el 8 de febrero de 1991, fechaí  

de entrega oficial a la Comunidad Nacional del informe de la Comisi n Nacionaló  

de Verdad y Reconciliaci n, creada mediante Decreto Supremo Nº355 de fechaó  

25 de abril de 1999, estim ndose que durante el R gimen Militar la prescripci n seá é ó  

entendi  suspendida  por  la  imposibilidad  de  los  afectados  de  ocurrir  a  losó  

Tribunales de Justicia. Siendo as , el plazo extintivo de cuatro a os se encontrabaí ñ  

largamente cumplido a la poca de la notificaci n de la demanda. Es dable haceré ó  

notar que el propio art culo 41 del C digo de Procedimiento Penal hace aplicable aí ó  

la acci n civil incoada en el juicio criminal el plazo contemplado en el art culoó í  

2.332 del C digo Civil. En este caso, habi ndose practicado la notificaci n reci n eló é ó é  

5 DE SEPTIEMBRE DE 2018, no cabe duda alguna que la acci n de autos deberó á 

ser desechada por cuanto, como se explic , se extingui  much simo antes de suó ó í  

notificaci n a mi parte. En subsidio, y para el evento que S.S. estimare que laó  

disposici n contenida en el citado art culo 2.332 no es aplicable a este caso, opongoó í  

la excepci n de prescripci n ordinaria de APLICACI N GENERAL prevista en eló ó Ó  

art culo 2.515 del C digo Civil que establece un plazo de 5 a os desde que laí ó ñ  

obligaci n se hizo exigible, raz n por la cual su eventual aplicaci n deber  conduciró ó ó á  

de igual modo al rechazo de la demanda. II.1) La acci n civil ejercida no esó  

imprescriptible: La prescripci n es una instituci n universal y de orden p blico. Lasó ó ú  

normas del T tulo XLII del C digo Civil, que la consagran y, en especial, las de suí ó  

P rrafo I, son de aplicaci n general a todas las reas del derecho y no s lo alá ó á ó  

derecho privado como erradamente lo sostiene el actor. Entre dichas disposiciones 

encontramos el art culo 2.497, que ordena aplicar las normas de la prescripci n aí ó  

favor y en contra del Estado sin distinci n alguna. La prescriptibilidad, m s queó á  

una instituci n es en rigor un principio general del derecho que resguarda un valoró  

fundamental para el funcionamiento  de la sociedad: La seguridad y la certeza 

jur dica. Por ello, su aplicaci n a las m s variadas relaciones jur dicas resulta ser laí ó á í  

regla general. La imprescriptibilidad, en cambio, es siempre excepcional y requiere 

siempre declaraci n expl cita que en el caso de autos simplemente no existe. II.2)ó í  
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Doctrina sobre la prescripci n: En la Doctrina se ha sostenido que la prescripci nó ó  

resguarda valores fundamentales para el desenvolvimiento de la sociedad, esto es, la 

seguridad y certeza jur dica en el  ejercicio de los  derechos.  Tal  necesidad deí  

otorgar seguridad en las relaciones jur dicas, evitando la incertidumbre de la faltaí  

de consolidaci n de las situaciones en el tiempo, existe tanto en el mbito deló á  

Derecho Privado como en Derecho P blico. Los principios generales de legalidad yú  

de responsabilidad de los actos de los rganos del Estado que consagra el art culoó í  

6º de la Constituci n Pol tica de la Rep blica, no establecen la imprescriptibilidadó í ú  

bajo forma alguna. Por el contrario, el inciso 3º de dicho art culo y el delí  

art culo 7º se refieren a las responsabilidades “que determine la ley” o queí  

“que la ley se ale”. En otros t rminos, la Constituci n en materia de actuacionesñ é ó  

de los rganos del Estado, se remite a las normas legales correspondientes queó  

regulan el resarcimiento del da o, y que son indudablemente las normas generalesñ  

del  C digo  Civil.  Sobre  la  materia,  es  del  caso  citar  la  opini n  de  algunosó ó  

destacados  autores  que  resumen  con  especial  claridad  el  fundamento  de  la 

prescripci n. As , Colin y Capitant se alan que “la prescripci n est  encaminada,ó í ñ ó á  

principalmente  a  dar  fijeza  y certidumbre  a  la  propiedad  y a toda  clase  de 

derechos  emanados  de  las  relaciones  sociales  y  de  las  condiciones  en  que  se 

desarrolla la vida, aun cuando stas no se ajusten a principios de estricta equidad,é  

que hay que subordinar, como mal menor, al que resultar a de una inestabilidadí  

indefinida”. Por otra parte, el c lebre tratadista Planiol expresa que “es posible,é  

sin duda, que la prescripci n se produzca sin que el acreedor haya recibido lo queó  

le corresponda y sin que haya tenido, con ello, intenci n de remitir la deuda deó  

que se trate; en este caso se llega a una verdadera expoliaci n. Pero, el acreedoró  

tendr  que reprocharse una grave negligencia y por encima de su inter s personalá é  

se impone la necesidad de fijar un t rmino a las acciones. En la pr ctica, los pocosé á  

casos en que la prescripci n produce resultados chocantes no pueden compararseó  

con los infinitos casos en que viene a consolidar y a proteger situaciones regulares 

y perfectamente justas”.  Por ltimo, don Enrique Sayagu s Laso a este respectoú é  

expone: “Los fundamentos que justifican la prescripci n hacen que el Institutoó  

tenga alcance general, aplic ndose en todas las ramas del derecho. En el Derechoá  

Administrativo  hay  numerosos  textos  legales  que  para  ciertas  materias  fijan 

prescripciones  especiales.  As  ocurre,  para  citar  nicamente  dos  de  los  m sí ú á  

conocidos,  con la  prescripci n  de la  responsabilidad de la  Administraci n  y laó ó  
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mayor  parte  de  las  multas  fiscales.  En esos  casos,  como la  conclusi n  de  laó  

imprescriptibilidad es inadmisible, no queda otro camino que aplicar las normas de 

Derecho  Administrativo  que  regulan  situaciones  semejantes  o  acudir  a  las 

rescripciones del Derecho Civil que rigen casos an logos, ya que las situaciones deá  

hecho  semejantes  deben  estar  sometidas  a  las  mismas  soluciones  jur dicas.  Deí  

acuerdo  a  ese  criterio  interpretativo  adm tase  que  la  prescripci n  de  laí ó  

responsabilidad estatal por actos o hechos il citos prescriben en 4 a os”. De esteí ñ  

modo,  los  planteamientos  doctrinarios  anteriores,  nos  permiten  concluir  que  la 

prescripci n, por sobre todas las cosas, es una instituci n estabilizadora. Por estasó ó  

razones  es  preciso  consignar  que  la  prescripci n  no  es,  en  s  misma,  comoó í  

usualmente se piensa, una sanci n para los acreedores y un beneficio para losó  

deudores. Sanci n o beneficio, en su caso, no son m s que consecuencias indirectasó á  

de la protecci n del inter s general ya referido. Desde hace mucho tiempo nuestraó é  

jurisprudencia ha establecido en forma clara que “para que un derecho personal y 

de contenido patrimonial sea imprescriptible, es necesario que exista en nuestra 

legislaci n disposiciones que establezcan su imprescriptibilidad”. Cabe advertir que,ó  

el  pretender que la  responsabilidad del  Estado sea imprescriptible  conducir a  aí  

situaciones  extraordinariamente  graves,  absurdas  y  perturbadoras  para  el  orden 

social y el funcionamiento de las instituciones de la Rep blica. Sobre esta materiaú  

la Excma. Corte Suprema ya ha tenido oportunidad de pronunciarse en numerosas 

ocasiones (y con distintas integraciones), acogiendo ntegramente los planteamientosí  

de la defensa fiscal en casos an logos al presente. Por ltimo, debe tenerse presenteá ú  

que la tesis de la imprescriptibilidad civil se encuentra ausente, tanto en los fallos 

de la Excma. Corte Suprema como en los tratados internacionales referidos a esa 

materia,  tal  como  se  expone  a  continuaci n.  II.3)  Las  normas  de  derechoó  

internacional no establecen la imprescriptibilidad de la acci n civil indemnizatoria:ó  

Tal como esta defensa fiscal lo ha sostenido en causas de an loga naturaleza, NOá  

HAY norma de derecho internacional ALGUNA, debidamente incorporada por lo 

dem s al ordenamiento jur dico interno, que disponga la imprescriptibilidad de laá í  

obligaci n estatal de indemnizar, as  como tampoco existe precepto que ordene oó í  

disponga la aplicaci n anal gica de la imprescriptibilidad penal a la materia civil.ó ó  

Sobre este punto la Excma. Corte Suprema ha resuelto: “VIG SIMO QUINTO:É  

Que,  asimismo,  el  recurso  ha  imputado  a  la  sentencia  que  cuestiona  haber 

transgredido, al aceptar la excepci n de prescripci n opuesta por el Fisco, diversasó ó  
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normas  pertenecientes  al  Derecho  Internacional  de  Derechos  Humanos,  que 

consagran  la  imprescriptibilidad  en  materias  relativas  a  la  protecci n  de  estosó  

derechos, mencionando, a tal efecto, en primer t rmino, el ordenamiento de laé  

Convenci n Americana sobre Derechos Humanos -Pacto de San Jos  de Costa Rica-ó é  

promulgado mediante Decreto Supremo N° 873, publicado en el Diario Oficial de 

5  de  enero  de  1991;  VIG SIMO  SEXTO:  Que  semejante  reproche  apareceÉ  

desprovisto de fundamentaci n atendible, puesto que, si bien dicho tratado tiene laó  

fuerza  normativa  que  le  reconoce  el  art culo  5°  inciso  2°  de  la  Cartaí  

Fundamental, su vigencia arranca de una poca posterior en el tiempo a aqu lla ené é  

que  ocurrieron  los  hechos  objeto  del  actual  juzgamiento,  de  modo  que  sus 

disposiciones no les resultan aplicables. Por lo que toca espec ficamente al art culoí í  

63 - nica disposici n del Pacto que el recurso presenta como vulnerada- basta unaú ó  

somera lectura de su texto para comprender que en l  se plasma una normaé  

imperativamente dirigida a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, y que 

ninguna  correspondencia  guarda  con  la  materia  comprendida  en  el  recurso; 

VIG SIMO S PTIMO: Que tampoco se ha infringido por la sentencia impugnada,É É  

como lo afirma el recurrente, el art culo 131 de la Convenci n de Ginebra sobreí ó  

Tratamiento de los Prisioneros de Guerra de 1949, publicada en el Diario Oficial 

de 18 de abril de 1951, pues el impedimento de auto exoneraci n que esa normaó  

impone  a  los  Estados  contratantes  se  encuentra  circunscrito,  en  virtud  de  la 

remisi n que en ella  se hace a las  disposiciones  precedentes  de su texto -losó  

art culos 129 y 130- nicamente a la responsabilidad criminal por los graves delitosí ú  

que dicha normativa describe y no alcanza al mbito de la responsabilidad civil ená  

t rminos de vedar la prescripci n de las acciones tendientes a hacerla exigible”.é ó  

Ciertamente, como lo resuelve la Excma. Corte Suprema, no existe ninguna norma 

de  derecho  internacional  que  establezca  la  imprescriptibilidad  de  las  acciones 

patrimoniales de reparaci n que, a diferencia de lo que ocurre con las accionesó  

penales,  son  esencialmente  renunciables,  cesibles,  transigibles  y  tambi né  

prescriptibles.  III.) INEXISTENCIA DE LA PRETENDIDA RESPONSABILIDAD 

OBJETIVA DEL ESTADO: Sin perjuicio de lo anterior y de la existencia de un 

fallo penal, en subsidio, vengo en alegar la inexistencia de un r gimen especial deé  

responsabilidad del Estado en los t rminos expuestos en la demanda. La demandanteé  

invoca un conjunto de normas constitucionales y legales otorg ndoles un sentido yá  

alcance que nunca tuvo presente el legislador, lo cual carece de todo fundamento 
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de acuerdo a lo que paso a exponer. Los principios b sicos de la responsabilidadá  

estatal se encuentran contenidos en los art culos 6º y 7º de la Constituci ní ó  

Pol tica de 1980. Estas normas, invocadas por el actor, entregan su regulaci n yí ó  

aplicaci n al legislador expresando que la responsabilidad que se origina y sancionaó  

es “la que la ley se ala”. Por otra parte, de la lectura de dichos preceptos fluyeñ  

con claridad que tal responsabilidad surge s lo cuando los rganos no someten suó ó  

acci n  a  la  Constituci n  y  a  las  leyes,  o  act an  fuera  de  su  competencia,ó ó ú  

atribuy ndose  autoridad  o  derechos  que  no  les  han  sido  conferidos  por  elé  

ordenamiento jur dico o contraviniendo las leyes. Todo lo anterior permite excluirí  

absolutamente la tesis de la responsabilidad objetiva del Estado. El actor invoca 

tambi n, equivocadamente, el art culo 38, inciso 2º, del texto constitucional deé í  

1980, d ndole un sentido y alcance que no tiene. En efecto, esta norma antes deá  

su reforma se alaba: “Cualquier persona que sea lesionada en sus derechos por lañ  

administraci n  del  Estado,  de  sus  organismos  o  de  las  municipalidades  podró á 

reclamar ante los tribunales contencioso administrativos que determine la ley, sin 

perjuicio  de la  responsabilidad que pudiere  afectar  al  funcionario  que hubiere 

causado el da o”. De ello resulta que el constituyente, a trav s de este precepto,ñ é  

estableci  una  jurisdicci n  especial  para  los  asuntos  contencioso  administrativos,ó ó  

considerando  que,  por  su  distinta  naturaleza  y  caracter sticas,  tales  asuntos  noí  

quedaban comprendidos en las causas civiles y criminales de conocimiento de los 

tribunales  ordinarios.  As ,  esta  disposici n  constitucional  s lo  tuvo  por  objetoí ó ó  

posibilitar la creaci n de los tribunales Contencioso Administrativos. Debido a queó  

nunca se dict  ley alguna destinada a la creaci n de tal judicatura especial, en eló ó  

a o 1989, se suprimi  la menci n que a ellos hac a el art culo 38, pero se mantuvoñ ó ó í í  

el postulado de la especialidad de los asuntos contencioso administrativos entregando 

al legislador la facultad de determinar soberanamente en qu  tribunales (ordinariosé  

u otros) deb a quedar radicado el conocimiento de los mismos. De acuerdo a ello,í  

queda claro que la  norma,  en su redacci n final,  contiene s lo una regla  deó ó  

jurisdicci n  y  competencia  para  los  asuntos  contencioso  administrativos.ó  

Efectivamente, por una parte, define el mbito espec fico u objeto propio de estosá í  

asuntos (versar sobre reclamaciones de las personas que sean lesionadas en sus 

derechos  por  la  administraci n  del  Estado,  de  sus  organismos  o  de  lasó  

municipalidades)  y,  por  la  otra,  establece  que  tales  reclamaciones  quedan 

comprendidas en esa jurisdicci n, correspondiendo a la ley finalmente determinar eló  
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tribunal competente para conocer de ellas. Seg n lo expuesto, resulta absolutamenteú  

indiscutible que el art culo 38 en comento, no es una norma sustantiva destinada aí  

regular  la  responsabilidad  del  Estado,  sino  que  est  destinada  a  entregar  laá  

competencia para conocer los asuntos contenciosos administrativos, “a los tribunales 

que se ale la ley”. No es admisible entonces pretender que dicha norma eliminar añ í  

el elemento subjetivo inherente a la obligaci n de indemnizar, para reemplazarloó  

por la mera relaci n de causalidad material entre el da o y la actividad de laó ñ  

administraci n,  como  sostiene  el  actor.  Tal  planteamiento  resulta  absolutamenteó  

arbitrario y errado, ya que la norma en cuesti n, nada dice sobre la naturalezaó  

objetiva o subjetiva de la responsabilidad. En apoyo de lo expuesto, acudimos a la 

historia  fidedigna del establecimiento de la  norma citada,  que consta  del Acta 

Oficial de la sesi n 410º de la Comisi n de Estudio de la Nueva Constituci nó ó ó  

Pol tica de la Rep blica, celebrada el 30 de agosto de 1978, en la cual se reconoceí ú  

expresamente  que  el  actual  art culo  38  inciso  2º,  tuvo  por  finalidad,í  

exclusivamente, establecer un principio de competencia de los tribunales llamados a 

conocer  de  las  causas  contencioso  administrativas  “por  un  acto  arbitrario  o 

ileg timo de la administraci n”, como declara el Presidente de la Comisi n, Sr.í ó ó  

Ort zar, y no establecer un r gimen de responsabilidad extracontractual del Estadoú é  

de car cter objetivo e imprescriptible. El sistema de responsabilidad extracontractualá  

del Estado en Chile, se encuentra establecido de manera general en el art culo 42í  

de la Ley 18.575, de 1986, Org nica Constitucional de Bases de la Administraci ná ó  

del Estado, que incorpora el concepto de falta de servicio. La denominada falta de 

servicio no es una responsabilidad objetiva, ya que para que opere se requiere la 

“culpa del servicio”, es decir, debe darse el mal funcionamiento del servicio o el 

no  funcionamiento  del  mismo.  Lo  anterior  descarta  obviamente  la  idea  de 

responsabilidad  objetiva.  Lo  anterior,  no  tiene  ninguna  contradicci n  con  loó  

dispuesto por el art culo 4º de la ley 18.575, ubicado en el t tulo primero sobreí í  

normas generales, que s lo tuvo por objeto establecer, de un modo general, eló  

principio de la existencia de la responsabilidad del Estado, sin pretender objetivar la 

responsabilidad estatal. En el caso de autos, el citado art culo 42 no es aplicableí  

por dos razones: 1º) Porque la ley Nº 18.575 entr  en vigencia en el a o 1986,ó ñ  

es  decir,  con  posterioridad  al  acaecimiento  de  los  hechos.  2º)  Por  expresa 

disposici n del art culo 18 de la ley 18.575, las Fuerzas Armadas, de orden yó í  

seguridad, quedan excluidas de la aplicaci n del art culo 42 de la misma ley. Por loó í  
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anterior, se hace necesario determinar la normativa aplicable al caso concreto y, 

dado que las respectivas leyes org nicas de cada una de las ramas de las Fuerzasá  

Armadas y de Orden y Seguridad no regulan esta materia, corresponde RECURRIR 

AL  DERECHO  COM N.  El  derecho  com n  en  materia  de  responsabilidadÚ ú  

extracontractual,  se  encuentra  contenido  en  el  C digo  Civil,  t tulo  XXXV,ó í  

denominado  “De los  delitos  y  cuasidelitos”,  art culos  2.314  y siguientes.  Deí  

acuerdo a esas normas la responsabilidad extracontractual es de car cter subjetiva,á  

lo  cual  guarda  relaci n  con  el  art culo  42 de  la  Ley  18.575,  que  como  yaó í  

se alamos, contiene un sistema de responsabilidad subjetiva fundada en la falta deñ  

servicio. En conclusi n, no existe un r gimen de responsabilidad extracontractual deló é  

Estado de car cter objetiva, como pretende la demandante. IV.) EN CUANTO Aá  

LOS  DA OS.  En  subsidio  de  las  alegaciones  precedentes,  la  defensa  fiscalÑ  

controvierte la procedencia de los da os, por lo que se expone a continuaci n.ñ ó  

IV.1)  Improcedencia  de  la  indemnizaci n  por  haber  sido  ya  indemnizada  laó  

demandante. Para el caso que el Tribunal desestimara las excepciones anteriormente 

expuestas, la acci n debe ser igualmente rechazada en cuanto, seg n se acreditaró ú á 

en el curso del proceso, los demandantes han sido favorecidos con los beneficios 

pecuniarios de origen fiscal en raz n de los da os invocados en la demanda. Laó ñ  

Ley Nº19.123, que cre  la Corporaci n Nacional de Reparaci n y Reconciliaci n,ó ó ó ó  

estableci  a favor de personas familiares de v ctimas de violaciones de derechosó í  

humanos o de violencia pol tica,  una bonificaci n compensatoria y una pensi ní ó ó  

mensual  de  reparaci n,  as  como otros  beneficios  sociales,  que se  otorgaron aó í  

familiares m s pr ximos de la v ctima. Estos beneficios son incompatibles con todaá ó í  

otra indemnizaci n.  La pensi n mensual de reparaci n est  constituida por unaó ó ó á  

suma de dinero, reajustable, que debe distribuirse entre los beneficiarios se aladosñ  

en la ley, y que tiene el car cter de vitalicia, con excepci n de los hijos, quienesá ó  

gozar n de ella hasta los 25 a os de edad. La bonificaci n compensatoria está ñ ó á 

constituida por un monto nico equivalente a doce meses de pensi n. En cuanto aú ó  

los beneficios sociales, la ley concedi  a los familiares de las v ctimas, el derecho aó í  

percibir  gratuitamente  prestaciones  m dicas,  odontol gicas  y  de  atenci n  delé ó ó  

embarazo en la modalidad de atenci n institucional. Adem s concedi  a los hijos,ó á ó  

hasta los 35 a os de edad, beneficios de pago de matr cula, del arancel mensual yñ í  

subsidio  mensual  de  estudios.  Es  un  principio  general  de  derecho,  sostenido 

firmemente por la doctrina, el que un da o que ha sido ya reparado no da lugar añ  
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indemnizaci n por la v a judicial. Sin perjuicio de ello, existen antecedentes tantoó í  

en la historia del establecimiento de la ley, como en la letra de sta, que talesé  

beneficios son excluyentes de cualquier otra indemnizaci n. El art culo 2º de laó í  

Ley Nº19.123, en su Nº1 establece expl citamente que corresponde promover aí  

la Corporaci n “la reparaci n del da o moral de las v ctimas a que se refiere eló ó ñ í  

art culo 18”. .En el mensaje del Presidente de la Rep blica con que se envi  elí ú ó  

proyecto de ley al Congreso se expresa: “El presente proyecto busca, en t rminosé  

generales reparar precisamente el da o moral y patrimonial que ha efectuado a losñ  

familiares directos de las v ctimas” (Bolet n Nº 316-06 Congreso Nacional). Elí í  

proyecto  fue por  tanto  concebido y aprobado,  sobre  la  base  de que con los 

distintos beneficios otorgados a los familiares directos de las v ctimas se reparabaí  

por  el  Estado el  da o moral  y patrimonial  experimentado,  lo  que excluye  lañ  

posibilidad que posteriormente sea otorgada una nueva indemnizaci n de origenó  

judicial por los mismos conceptos. Establece la ley expresamente, en su art culo 19,í  

que la pensi n podr  renunciarse. En cambio, conforme al art culo 24 de la mismaó á í  

ley, la pensi n que contempla es  compatible con cualquiera otra,  de cualquieró  

car cter  de que goce o pueda gozar  el  beneficiario,  o con otro beneficio  deá  

seguridad social. En el Informe de la Comisi n de Hacienda, de que dio cuenta aó  

la  Sala  el  Diputado  Sr.  Palma,  se  dice  lo  siguiente:  “Las  indicaciones  m sá  

relevantes se refieren a la pensi n, que puede ser renunciable con el objeto deó  

facilitar la obtenci n de otros beneficios por alguno de los virtuales beneficiarios, eló  

cual podr a perjudicarse por el hecho de hacer obligatoria su percepci n”. Elí ó  

informe parlamentario no pudo referirse a que la renunciabilidad era para permitir 

la percepci n de “otras pensiones”, con las cuales los beneficios de la ley sonó  

compatibles,  sino  que  necesariamente  se  refiri  a  otras  eventuales  pretensionesó  

pecuniarias de las personas beneficiarias de la ley, que optaran por no acogerse a 

ella,  precisamente  a  fin  de  ejercer  acciones  sobre  derechos  incompatibles  con 

aquellos.  Desde  el  momento  en que los  demandantes  optaron por  percibir  los 

beneficios de la Ley 19.123, se extingui  de ese modo su eventual acci n judicialó ó  

en contra del Fisco. Del debate parlamentario resulta claro que en todo momento 

se entendi  que los beneficios de la ley se estaban otorgando sobre la base que, aó  

quienes  recibieran  la  indemnizaci n,  se  les  reparaba  el  da o  sufrido  comoó ñ  

consecuencia  de las violaciones de los derechos humanos y en ning n caso seú  

plante  la  posibilidad  de  una  reparaci n  adicional  posterior.  El  mecanismoó ó  
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indemnizatorio establecido por la ley, es sin duda, especial y trasunta un sistema 

que el Estado asume voluntaria y directamente en favor de estas personas, para la 

reparaci n  de  da os  morales.  Por  lo  anterior  es  excluyente  de  otrasó ñ  

indemnizaciones, tanto porque sus beneficios son renunciables seg n la propia leyú  

(obviamente para el evento que el beneficiario optara por reclamar judicialmente 

otras indemnizaciones y estarse a las resultas del juicio) como por cuanto la ley 

s lo la hace compatible con otras pensiones.  Sobre el monto de los beneficiosó  

indemnizatorios, qued  clara en la discusi n parlamentaria su insuficiencia, pero queó ó  

ello es propio de la reparaci n de da os morales, evidentemente irreparables. Seó ñ  

explica  tambi n  por  el  elevado  n mero  de  asignatarios  de  estos  beneficiosé ú  

indemnizatorios (en el Informe de la Comisi n de Hacienda de la C mara deó á  

Diputados, con motivo del despacho de la ley, se indic  que ya durante el primeró  

a o de su vigencia,  el  costo de su aplicaci n significar a la  alt sima suma deñ ó í í  

$8.000.000.000  para  el  soporte  de  las  pensiones  mensuales  de  reparaci n,ó  

bonificaciones y los otros beneficios). Lo expuesto determina que, en caso de haber 

percibido  todos  o  algunos  de  los  actores  dichos  beneficios,  la  indemnizaci nó  

demandada  en  autos  ser  improcedente  por  ser  incompatible  con  los  referidosá  

beneficios otorgados por el Estado. Cabe citar sobre esta materia, nuevamente, la 

sentencia  de la Excelent sima Corte Suprema, de fecha 15 de mayo de 2002,í  

dictada  en los  autos  caratulados  “DOMIC BEZIC con FISCO”, por  la  cual, 

resolvi  al respecto que los beneficios recibidos conforme a la ley se alada sonó ñ  

incompatibles  con  la  indemnizaci n  demandada  en  autos.  IV.2)  Fijaci n  de  laó ó  

indemnizaci n por da o moral. Tambi n en subsidio, para el evento improbable queó ñ é  

se rechace las s lidas argumentaciones de los cap tulos precedentes y decida acogeró í  

la  demanda,  hago  presente  las  siguientes  consideraciones  respecto  de  la 

determinaci n del quantum. En la dif cil tarea de la cuantificaci n del da o moraló í ó ñ  

S.S. no debe olvidar que la finalidad de la indemnizaci n es exclusivamente laó  

reparaci n  de  los  perjuicios  irrogados,  objetivo  que  no  se  desvirt a  por  laó ú  

naturaleza o especie del perjuicio. As , atendida su fisonom a inmaterial, en el casoí í  

del da o moral la funci n satisfactiva de la indemnizaci n se cumple a trav s delñ ó ó é  

pago  de  una  cantidad  de  dinero  que  permita  al  afectado  obtener  “algunas 

satisfacciones equivalentes al valor moral destruido”. La indemnizaci n por da oó ñ  

moral no cumple una funci n punitiva o sancionatoria, por lo que “el monto deó  

la reparaci n depende de la extensi n del da o y no de la gravedad del hecho. Laó ó ñ  
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culpabilidad del agente no tiene influencia alguna en l: cualquiera que sea, tr teseé á  

de un delito o de un cuasidelito, sea la culpa lata, leve o lev sima, la reparaci n noí ó  

puede aumentarse ni disminuirse en atenci n a ella. La reparaci n no es una pena,ó ó  

es el resarcimiento del da o causado y debe ser completa. Esto no se lograr a si suñ í  

monto dependiera de esa culpabilidad, puesto que entonces podr a ser mayor oí  

menor que el da o”. En todo caso, “el juez al avaluar este da o, debe procederñ ñ  

con prudencia, tanto para evitar los abusos a que esta reparaci n puede dar origen,ó  

cuanto para impedir que se transforme en pena o en un enriquecimiento sin causa 

para quien lo demanda”. Por otra parte, es dable advertir que tampoco resulta 

procedente acudir a la capacidad econ mica del demandante y/o del demandadoó  

como elemento para fijar la cuant a de la indemnizaci n, pues, como se ha dicho,í ó  

el juez s lo est  obligado a atenerse a la extensi n del da o sufrido por la v ctima,ó á ó ñ í  

en la  cual  no tienen influencia  estas  capacidades.  S lo en casos  excepcionales,ó  

indicados en la ley, no se sigue este principio, como por ejemplo con la reducci nó  

que contempla el art culo 2.330 del C digo Civil en caso que la v ctima se hayaí ó í  

expuesto imprudentemente  al  da o.  Por lo  que,  no habiendo norma legal  queñ  

establezca una excepci n relativa a la capacidad econ mica del tercero civilmenteó ó  

responsable en un hecho delictual o cuasidelictual, habr  de estarse al principioá  

general y b sico de la cuantificaci n conforme a la extensi n del da o, ni m s niá ó ó ñ á  

menos, con absoluta prescindencia del patrimonio del obligado al pago. IV.3) El 

da o moral debe ser legalmente acreditado. Cada uno de los perjuicios alegadosñ  

debe ser acreditado en el juicio con arreglo a la ley, por lo que la extensi n deó  

cada da o y el monto de cada indemnizaci n pretendida deber n ser justificadasñ ó á  

ntegramente. Cabe advertir que no corresponde asumir per se la presencia de uní  

dolor o aflicci n constitutivo de da o moral o su magnitud, por el solo hecho deó ñ  

existir un v nculo de parentesco entre la v ctima del hecho y los demandantes, alí í  

respecto se ha fallado: “Sobre la prueba del da o moral rigen las reglas generales,ñ  

por lo que se requiere que el actor pruebe la verdad de sus proposiciones, esto es, 

que sufri  un da o cierto y real”. Se ha resuelto tambi n que “a fin de evitaró ñ é  

multiplicidad de acciones por da o moral, ya que podr an ser numeros simas lasñ í í  

personas que se lamentar n del mal acaecido a otra a pretexto del afecto que leá  

ten an gran afecto, su indemnizaci n s lo debe acordarse en favor de aquellas queí ó ó  

acrediten haber sufrido real y efectivamente un dolor profundo y verdadero". La 

circunstancia que esta especie de da o no pueda ser determinado cuantitativamenteñ  
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de manera exacta, no implica que por ello deba presumirse su acaecimiento, por 

cuanto aquello implicar a la infracci n del principio b sico de la responsabilidadí ó á  

aquiliana: “Sin da o no existe responsabilidad”. En doctrina se ha sostenido que:ñ  

“(…) todo da o debe probarse, sea patrimonial, sea extrapatrimonial. El m todo yñ é  

el objeto sobre que recae la prueba, y su extensi n, ser n diferentes seg n sea laó á ú  

clase de da o; pero sa es una cuesti n aparte y no hace excusable la prueba queñ é ó  

se ha de rendir en todo caso”. La raz n de lo expuesto es evidente: No existenó  

en nuestra legislaci n normas especiales sobre la acreditaci n del da o moral y, enó ó ñ  

consecuencia, rigen sin contrapeso las reglas generales. Es por ello que, como se ha 

explicado, en primer lugar, para que el da o moral sea indemnizable se requiereñ  

que sea cierto o real y no meramente hipot tico; y en segundo lugar, tiene tambi né é  

plena aplicaci n, a su respecto, el principio fundamental del onus probandi, queó  

impone al actor probar la verdad de sus proposiciones. De aqu  que hay queí  

descartar la idea que el Juez pueda simplemente “suponer” el da o moral. Elñ  

sostener lo contrario implicar a vulnerar el mencionado principio, alterando el pesoí  

de la prueba y obligando al demandado a acreditar un hecho negativo, cual es, 

“la no existencia de perjuicio extrapatrimonial”, situaci n antijur dica e injusta.ó í  

Puesto que, normalmente el demandado no ha tenido vinculaci n alguna con eló  

actor y, en consecuencia, ignora las condiciones personales y familiares de ste,é  

haci ndole materialmente imposible controvertir sus pretensiones, aunque los hechosé  

en que se apoyan carezcan de fundamento en la realidad, como es el caso de 

autos. Un imperativo de isonom a, o justicia, en su m s primigenio sentido, exigeí á  

que las indemnizaciones por da o moral que a futuro se concedan, se correspondenñ  

con las que otras personas, en situaciones similares, han recibido en el pasado, pues 

de  lo  contrario  el  rgano  jurisdiccional  operar a  una  discriminaci n  arbitraria,ó í ó  

inconstitucional,  entre las  se aladas personas beneficiarias de tales satisfacciones.ñ  

Sobre este t pico, Carmen Dom nguez afirma que tales indemnizaciones en nuestroó í  

pa s no superan los $20.000.000. Durante la secuela del juicio se aportar n tablasí á  

estad sticas en que aparecen los montos a que se hace referencia. Solicita tener porí  

contestada la  demanda de autos  deducida  en contra del  Fisco  de Chile  y en 

definitiva, rechazarla en todas sus partes, con costas, en base a las excepciones y 

defensas expuestas.

Con fecha 11 de septiembre de 2018 la demandante evac a el tr mite de laú á  

r plica,  solicitando  que  deben  necesariamente  desestimarse  las  excepcionesé  
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perentorias y alegaciones deducidas por la demandada, resultando necesario acoger 

la demanda de autos para restablecer la justicia en plenitud.

Con fecha  14 de septiembre de 2018 la  demandada evac a el  tr mite  de laú á  

d plica,  ratificando   en  primer  lugar   la  totalidad  de  las  argumentacionesú – –  

expresadas  en  la  contestaci n  de  la  demanda,  las  que  da  por  expresamenteó  

reproducidas, con costas. 

Con fecha 17 de octubre de 2018 se recibe la causa a prueba.

Con fecha 5 de marzo de 2020 se cit  a las partes a o r sentencia.ó í

CON LO RELACIONADO Y CONSIDERANDO:

PRIMERO:  Que,  se  presenta  don  LUIS  ARTURO  LARA  RUIZ,  ya 

individualizado,  quien viene  en  presentar  demanda  en  juicio  ordinario  civil  en 

contra del FISCO DE CHILE, representado por el Abogado Procurador Fiscal don 

Jos  Isidoro  Villalobos  Garc a-Huidobro,  ya  individualizados,  a  fin  de  obteneré í  

reparaci n e indemnizaci n de perjuicios por los da os causados el secuestro yó ó ñ  

homicidio calificado de su hermano Francisco Urcisinio Lara Ruiz a fin de que por 

concepto  de  acci n  reparatoria  indemnizatoria  sea  obligado  a:  1.  A  unó  

reconocimiento p blico de que Francisco Urcisinio Lara Ruiz fue v ctima de unú í  

delito  lesa  humanidad,  restituy ndose  en  plenitud  su  honra  y  dignidad,é  

conden ndose a la demandada a pagar una inserci n de prensa en un diario de laá ó  

ciudad de Talca en que se haga p blico lo sustancial de lo sentenciado por laú  

Excma. Corte Suprema de Justicia en la causa Rol N° 95.096-2016.  2. Por 

concepto de justa indemnizaci n a la parte lesionada, estimo que el Estado, no soloó  

por  los  actos  de  sus  dependientes  sino  porque  fue  una  pr ctica  institucionalá  

permanente, decidida por quienes lo controlaban, es responsable de la violaci n deó  

los derechos a la libertad, a la vida y a la integridad f sica y s quica en la personaí í  

de mi hermano Francisco Urcisinio Lara Ruiz. Atendido lo expuesto, por concepto 

indemnizaci n moral demando la suma de $200.000.000.- (doscientos millones deó  

pesos) en su beneficio, o lo que estime conforme a derecho y a las probanzas del 

juicio.  Las  sumas  indicadas,  o  las  que  se  determine,  deber n  cancelarlasá  

debidamente  reajustadas  y  con  el  m ximo  inter s  legal  desde  la  fecha  deá é  

notificaci n  de la  demanda hasta  el  efecto  pago  de  ellas.  Todo,  con  expresaó  

condena en costas.

SEGUNDO:  Que, a fojas 252 el Fisco de Chile, representado por el Abogado 

Procurador Fiscal de Talca del Consejo de Defensa del Estado, don Jos  Isidoroé  
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Villalobos Garc a-Huidobro, viene en contestar la demanda civil de indemnizaci ní ó  

de perjuicios deducida por don Luis Arturo Lara Ruiz, solicitando  en resumen -–  

se tenga por contestada la demanda civil deducida en autos, y, en definitiva, acoger 

las excepciones y defensas opuestas, o una o m s de ellas, y rechazar la demandaá  

en todas sus partes.

TERCERO:  Que la parte demandante en apoyo de sus pretensiones acompa  añó  

estos autos los siguientes medios de prueba: INSTRUMENTAL: 1. Certificado de 

nacimiento de Francisco Urcisinio Lara Ruiz.2. Certificado de nacimiento de Luis 

Arturo Lara Ruiz. 3. Certificado de defunci n de Francisco Urcisinio Lara Ruiz. 4.ó  

Copia simple de sentencia emitida con fecha 16 de Diciembre del a o 2015 por lañ  

Ministro de Fuero do a Patricia Liliana Gonz lez Quiroz, en autos Rol N° 2.182-ñ á

1998. 5. Copia simple de sentencia emitida por la Iltma. Corte de Apelaciones de 

Santiago con fecha 02 de Noviembre de 2016 en autos Rol N° 144-2016. 6. 

Copia simple de sentencia emitida por la Excma. Corte Suprema de Justicia de 

fecha 03 de Julio del a o 2017, en autos Rol N° 95.096-2016. 7. Copia simpleñ  

de sentencia de reemplazo emitida por la Excma. Corte Suprema de Justicia de 

fecha 03 de Julio del a o 2017, en autos Rol N° 95.096-2016. 8. Copia simpleñ  

de hoja Nº 193 correspondiente al Tomo III  del Informe Rettig.  9.  Informe 

confidencial de evaluaci n de da o respecto del demandante de autos, don Luisó ñ  

Artura Lara Ruiz, elaborado el mes de Agosto del a o 2018 por el Programañ  

PRAIS de Talca, entidad perteneciente al Servicio de Salud del Maule, suscrito por 

el  asistente  social  Iv n  Araya  y  por  la  sic loga  Roxana  Vergara  R os.  10.á ó í  

Certificado de nacimiento de don Luis Francisco Lara Rodr guez; í TESTIMONIAL: 

a) ARCHIVALDO ANTONIO VILLALOBOS GAETE, quien depone al tenor del 

punto de prueba N° 1 y se ala que efectivamente sufri  da os graves l y todañ ó ñ é  

su familia, el primer da o la perdida de uno de sus hermanos, Francisco que fueñ  

asesinado por agentes del  Estado, en Octubre del a o 1973,  lo detuvieron enñ  

Curic , luego lo llevaron a Santiago y all  le dieron muerte, la familia sufri  unó á ó  

da o terrible uno de los hermanos tuvo que autoexiliarse en Espa a, porque sufr añ ñ í  

un persecuci n terrible, bueno eso nos pas  a la mayor a de los chilenos, mi vecinoó ó í  

a quien conozco aproximadamente 40 a os cambio radicalmente su forma de ser,ñ  

era un hombre extrovertido hoy en d a es casi autista, estoy exagerando peroí  

cambio notablemente su forma de ser, incluso su  relaci n con sus parientes, eló  

hijo de Francisco que ten a el mismo nombre de su padre, es un profesional, queí  
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no pudo aceptar la situaci n de su padre, y se puso en situaci n de calle, esto leó ó  

caus  la muerte, fue un paro cardiorrespiratorio. Repreguntado el testigo para queó  

diga porque el hermano de don Luis fue asesinado y en qu  fecha. Responde: lé É  

era miembro del gripo de amigos personales del presidente Allende, raz n suficienteó  

para ser considerado enemigo del r gimen totalitario que se impuso, en Octubre delé  

a o1973, el d a no lo tengo muy claro, fue como un mes despu s del golpe. Alñ í é  

Punto Dos del Auto de Prueba indica que eso es bien dif cil que yo lo puedaí  

definir, pero la misma situaci n laboral le trunco su carrera, no se contrata ni seó  

remunera  con  mucho  gusto  al  pariente  de  un  extremista,  un  delincuente.  1.- 

Repreguntado el testigo para que diga si le provoco alguna secuela emocional o 

psicol gica al demandante. Responde: S  como le hab a expresado anteriormenteó í í  

cambio de conducta en forma radical se abstrajo del mundo en s  mismo, es uní  

auto encarcelamiento muy terrible, del que es muy dif cil salir 2.- Repreguntado elí  

testigo para que diga c mo se llama el hijo mayor de don Luis y porque le pusoó  

ese nombre. Responde: El hijo mayor se llama Francisco y le puso ese nombre en 

memoria y homenaje de su hermano. 3.- Repreguntado el testigo para que diga 

cu ndo fue la ltima vez que el demandante vio a su hermano con vida. Responde:á ú  

Cuando lo visito estando detenido Francisco en Curic  el d a antes de que loó í  

trasladaran Santiago, el d a exacto no lo s , pero fue la ltima oportunidad. b)í é ú  

MARIA ELENA VILLALOBOS GUZMAN, quien depone al tenor del punto de 

prueba N° 1 y se ala que gran da o emocional, enorme, se hizo un hombreñ ñ  

introvertido,  callado,  inseguro,  temeroso,  a grandes  rasgos  lo que he visto.  1.- 

Repreguntado la testigo para que diga que hecho provoc  el da o que declara enó ñ  

don  Luis.  Responde:  la  muerte  de  su  hermano,  el  asesinato  de  su  hermano. 

Repreguntado  la  testigo  para  que  diga  c mo  se  llamaba  el  hermano,  dondeó  

trabajaba, con qu  fecha falleci  y que edad tenia al momento de su deceso yé ó  

porque fue asesinado y por quien. Responde: l se llamaba Francisco Lara Ruiz,É  

ten a  alrededor  de  22  a os,  trabajaba  en  el  GAP,  lo  tomaron  detenido  ení ñ  

Septiembre 1973 y lo mataron en Octubre del mismo a o, lo mataron agentes delñ  

Estado en ese tiempo, estuvo detenido en Curic , pero fue muerto en Santiago enó  

un Regimiento. Repreguntado la testigo para que diga c mo era la relaci n entreó ó  

don Luis y don Francisco. Responde: De sus 8 hermanos era el hermano m sá  

querido era como su partner. Repreguntado la testigo para que diga si el trabajo 

que desempe aba el hermano de don Luis gener  alguna consecuencia para lañ ó  
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familia durante el periodo de Dictadura Militar. Responde: S , fueron perseguidos,í  

irrump an  en  su  casa  los  militares  buscando  armamento,  fue  un  desastre.í  

Repreguntado la testigo para que diga si  alguno de los hermanos fue tomado 

detenido aparte de don Francisco. Responde: S , uno que se fue al exilio, se fue aí  

Espa a. Repreguntado la testigo para que diga porque sabe lo que declara y .haceñ  

cu nto tiempo conoce al demandante. Responde: Alrededor de 40 a os y esto esá ñ  

comentado en el barrio, sobre todo en el tiempo de Dictadura, esto se conversaba 

igual. Repreguntado la testigo para que diga cu ndo fue la ltima vez que doná ú  

Luis vio a su hermano con vida y en qu  circunstancias. Responde: La fechaé  

exacta no la s , tengo entendido que fue cuando lo visit  estando detenido. Alé ó  

punto de prueba n° 2 indica que da o emocional, toda Ia familia con temores,ñ  

hasta hoy no es una familia que no vive tranquilo, ahora la muerte del hijo de 

don Francisco, quien muri  en la calle ya que nunca acept  lo ocurrido con suó ó  

padre. Repreguntado la testigo para que diga c mo se llama el hijo mayor de donó  

Luis y porque tiene ese nombre. Responde: Se llama Francisco, justamente por su 

t o. Repreguntado la testigo para que diga si sabe cu ndo supo don Luis de laí á  

muerte de su hermano Francisco.  Responde: Le avis  un detective, que estabaó  

buscado a su hermano, que era amigo de Francisco, les avis  de la muerte deó  

Francisco, sino habr a sido un desaparecido m s. Repreguntado la testigo para queí á  

diga si el asesinato de su hermano gener  alguna consecuencia laboral para donó  

Luis. Responde: s , no volvi  a ser el mismo, los segu an a toda la familia, dondeí ó í  

fueran, fue discriminado laboralmente, estar cerca de gente as  era temer que aí  

uno le pudiera pasar lo mismo

CUARTO: Que la parte demandada, en apoyo a sus alegaciones, acompañó 

a estos autos los siguientes medios de prueba:  INSTRUMENTAL:  1) Copias de 

sentencia de unificaci n de jurisprudencia dictada por el Pleno de la Excma. Corteó  

Suprema.

QUINTO:  Que son hechos establecidos o no sustancialmente controvertidos 

en esta causa, los siguientes:

1.-) Que el actor de autos, don Luis Arturo Lara Ruiz naci  el 14 deó  

diciembre de 1946 

2.-) Que su hermano Francisco Urcinisio Lara Ruiz, naci  el 20 de febreroó  

de 1951 y falleci  el 05 de octubre de 1973.ó
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3.-) Que por sentencia de 16 de diciembre de 2015, reca da en causa Rolí  

N° 2.182 “A” episodio Curic , se conden  a Luis Joaqu n Ram rez Pineda, enó ó í í  

calidad de autor del delitos de homicidio calificado y secuestro simple en la persona 

de Francisco Urcinisio Lara Ruiz, ocurrido el 05 de octubre de 1973 y entre los 

ltimos d as del mes de septiembre y el 04 de octubre de 1973,  a sufrir la penaú í  

de quince a os  de presidio mayor en su grado medio, m s accesorias legales y tresñ á  

a os  un  d a  de  presidio  menor  en  su  grado  m ximo,  m s  accesorias  legales,ñ í á á  

respectivamente.

4.-) Que por sentencia de 03 de julio de 2017, reca da en los autos Rolí  

N°95.096 de la Excma., Corte Suprema, se conden  a  Carlos Enrique Massouhó  

Mehech  a sufrir la pena de cinco a os un d a de presidio mayor en su gradoñ í  

m nimo, en calidad de autor  del delito de homicidio calificado  de Franciscoí  

Lara Ruiz, ocurrido el 05 de octubre de 1973.

5.-) Que la acci n enderezada en autos, fue notificada en virtud del art culoó í  

44  del  C digo  de  Procedimiento  Civil,  a  don  Jos  Isidoro  Villalobos  Garc a-ó é í  

Huidobro, en calidad de Abogado Procurador Fiscal el 05  de septiembre de 2018.

6.-) Que durante el sumario de la criminal individualizada en el 2.-) que 

precede, el actor no ejerci  acci n civil alguna, ni se constituy  en parte civiló ó ó  

durante l.é

SEXTO:  Que  el  actor  sustenta  su  pretensi n   en  s ntesis-  en  laó – í  

responsabilidad objetiva del Estado, citando al efecto el art culo 38 inciso 2° de laí  

Ley Suprema y en los art culos 1.1, 2, 4 y 63 de la Convenci n Americana de losí ó  

Derechos  Humanos,  por  estimar  que  la  imprescriptibilidad  de  la  acci n  penaló  

derivada de delitos  de lesa  humanidad,  importa  y/o supone,  necesariamente,  la 

imprescriptibilidad de la acci n civil emanada de aquellos, expresando que “Laó  

causa directa e inmediata en que se funda la presente demanda es la sentencia 

condenatoria de la Excma. Corte Suprema de Justicia, de fecha 03 de Julio de 

2017 dictada en autos  Rol  N° 95.096-2016,… “ (sic) individualizada en el 

ac pite 4.-) de la reflexi n que antecede. á ó

SEPTIMO: Que, por su parte, la agencia estatal en su libelo, solicita el 

rechazo de la acci n, la excepci n de prescripci n extintiva o liberatoria en virtudó ó ó  

de lo dispuesto en el art culo 2332 del C digo de Bello y,  í ó en subsidio, de los 

art culos  2514  y 2515  de  la  recopilaci n  sustantiva  civil  patria;  í ó en  subsidio, 
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efect a alegaciones en cuanto a la naturaleza de las indemnizaciones solicitadas y aú  

los montos pretendidos.

OCTAVO: Que, de lo anterior, se advierte que la defensa fiscal ha opuesto 

en lo principal la excepci n de prescripci n extintiva o liberatoria de la acci nó ó ó  

enderezada  en  autos  y  en  subsidio,  efect a  otras  alegaciones  en  cuanto  a  laú  

naturaleza de la indemnizaci n solicitada y en cuanto a su monto.ó

NOVENO:  NATURALEZA  JUR DICA  DE  LA  RESPONSABILIDADÍ  

EXTRACONTRACTUAL O AQUILIANA DEL ESTADO,  CUYO FACTOR 

DE IMPUTACION ES LA FALTA DE SERVICIO.

Que atendido que en virtud de  la demanda de autos, se  pretende hacer 

efectiva  la  responsabilidad  extracontractual  del  Estado  por  falta  de  servicio, 

citando el actor al efecto el art culo 38 inciso 2° de nuestra Carta Fundamental ,í  

en forma previa a determinar si concurren en autos los presupuestos f cticos queá  

autorizan  su  procedencia,  resulta  conveniente  y  pertinente  precisar  si  nos 

encontramos en presencia de una responsabilidad de car cter  á objetivo, como lo 

pretende  el  actor,   o   m s  bien  de  una  de  car cter   á á subjetivo  del  ente 

administrador, alegada por el Fisco de Chile,  es decir, o basta el da o provocadoñ  

por el rgano estatal en el ejercicio de sus funciones  a un particular para queó  

nazca la responsabilidad aquiliana en estudio, o bien es el afectado quien debe 

probar la falta de servicio “ faute du service”, esto es, la culpa del rgano enó  

cuya falta del servicio, se  sustenta la pretensi n del actor. El sustrato jur dico deó í  

los que postulan la teor a de la responsabilidad objetiva del Estado-Administrador,í  

est  constituido por lo dispuesto en los art culos 6 inciso 3º, 7 inciso 3º ubicadosá í  

en el ac pite “Bases de la Institucionalidad”, 19 Nº 7 letra i) ubicado en elá  

cap tulo “De los Derechos y Deberes Constitucionales”, 38 inciso 2º de nuestraí  

Ley Suprema, ubicado en el ac pite “Bases Generales de la Administraci n delá ó  

Estado” y en el art culo 4º ubicado en el ac pite “Normas Generales”  de laí á  

Ley Nº 18.575. As , para que exista responsabilidad extracontractual del Estado,í  

basta que concurran  los siguientes requisitos: a) la existencia del da o; b) lañ  

debida relaci n causal entre el autor del acto, hecho u omisi n y  el da o y c)ó ó ñ  

una persona, afectado  o v ctima que no se encuentra en la situaci n jur dica deí ó í  

soportar el da o de que se trata.  Finalmente, estiman que el principal argumentoñ  

jur dico de la doctrina de la responsabilidad subjetiva del Estado- administrador,í  

esto es, el art culo 42 de la Ley Nº 18.575- antiguo art culo 44 de la misma ley-í í  
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ubicado en el T tulo II de la Ley N°18.575, minimizar a lo estatu do en el propioí í í  

art culo 4º del cuerpo legal en referencia, contenido en el T tulo I “Normasí í  

Generales”, norma sta ltima que tiene un alcance amplio y general. En otrosé ú  

t rminos, har a responsable a la Administraci n del Estado nicamente  con ocasi né í ó ú ó  

de la relaci n da o/falta de servicio, en circunstancia que la norma del art culo 4ºó ñ í  

ya citado es general; luego, interpretar con la limitaci n referida el art culo 42ó í  

aludido,  importar a  incluso  una  inconstitucionalidad,  ya  que  si  nuestra  Cartaí  

Suprema no limita la responsabilidad del Estado-administrador, no se divisa raz nó  

jur dica superior para que la ley proceda a ello. Finalmente, encontr ndose ubicadoí á  

en el Titulo II el art culo 42- ex 44- y dada la interpretaci n en comento, staí ó é  

doctrina sostiene qu  c mo se har a efectiva la responsabilidad extracontractual  deé ó í  

los entes expresamente excluidos por el inciso 2º del art culo 21- antiguo 18- deí  

la Ley Nº 18.575, si no es en virtud de lo dispuesto en el art culo 38 inciso 2ºí  

de nuestra Carta Fundamental. Por otra parte, los que postulan la tesis de que la 

responsabilidad extracontractual del Estado es de car cter subjetiva, la sustentan ená  

que la Constituci n Pol tica  de la Rep blica en sus art culos 6 y 7,  habr aó í ú í í  

reenviado dicha materia a la ley, dada la redacci n de sus incisos  finales, aló  

prescribir que “ La infracci n de esta norma generar  las responsabilidades yó á  

sanciones que determine la ley” y “Todo acto en contravenci n a ste art culo esó é í  

nulo  y  originar  las  responsabilidades  y  sanciones  que  la  ley  se ale”,á ñ  

respectivamente, siendo la piedra angular de la tesis doctrinaria en comento, el 

art culo  42-  antiguo  44-  de  la  Ley  Nº  18.575.  En  dicho  contexto,  laí  

responsabilidad nacer  no s lo  cuando existe  da o y relaci n  causal,  sino  queá ó ñ ó  

tambi n falta de servicio,  esto es,  “é la  culpa  del  servicio” en concepto de 

Mazeaud y Tunc en su obra “Tratado te rico y pr ctico de la responsabilidadó á  

civil,  delictual  y  contractual”,  por  lo  que  recae  en  el  afectado  probar  las 

circunstancia que- en su concepto- permiten acreditar la falta de servicio en que 

sustenta su acci n, es decir, que el rgano respectivo no act o debiendo hacerlo oó ó ú  

bien si act o, lo hizo imperfecta o tard amente. Argumentan en su favor que elú í  

art culo 38 de la Carta Fundamental es inaplicable, que la historia fidedigna de laí  

ley quiso establecer que la responsabilidad del Estado exigiera  falta de servicio y 

que  incluso  la  administraci n  del  Estado  podr a  acreditar  eventualmente  unaó í  

inimputabilidad. Finalmente, expresan en apoyo de su posici n,  que la comisi nó ó  

que elabor  el proyecto de la Ley de Bases Generales no excluy  a ning n rganoó ó ú ó  
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de la aplicaci n de los art culos 4º y 42 del citado texto legal, sino que se optó í ó 

por  incluir  al  inicio  de  la  ley  una  declaraci n  general  del  principio  de  laó  

responsabilidad.  As  las  cosas,  no  contemplando  la  Ley  N°18.575   plazo  deí  

prescripci n extintiva de la acci n civil, en virtud de la cual se pretende haceró ó  

efectiva la responsabilidad aquiliana, no corresponde si no acudir al Derecho Civil, 

en raz n de su car cter general y com n respecto de las otras ramas del Derecho,ó á ú  

por lo que la acci n de que se trata,  por aplicaci n de los dispuesto en losó ó  

art culos 2332 y 2497 del C digo de Bello, prescribe en el t rmino de 4 a os,í ó é ñ  

mismos  que  se  computan  desde  cuando  se  perpetra  el  acto,  sin  perjuicio  de 

observar que la Ley N°18.575 sobre Bases Generales de la Administraci n deló  

Estado,  entr  en vigencia  con una data posterior  a los  hechos  que sirven deó  

sustrato a la acci n deducida en autos, esto es,05 de diciembre de 1986.ó

DECIMO:  EN  CUANTO  A  LA  PRESCRIPCION  DE  LA  ACCION 

PENAL Y PENA DERIVADA DE LOS DELITOS DE LESA HUMANIDAD.

Que  tanto  la  doctrina  como  la  jurisprudencia  de  nuestros  Tribunales 

Superiores  de  Justicia,  se  encuentran  contestes  en  que   la  acci n  penal  paraó  

perseguir los delitos denominados “De lesa humanidad” y su eventual pena, no se 

encuentran sujetas a prescripci n extintiva alguna, es decir, son  imprescriptibles.ó  

As , del tenor de los art culos 129, 130 y 131 del Convenio de Ginebra sobraí í  

Tratamientos  de  los  Prisioneros  de  Guerra,  del  a o  1949,  se  infiere  que  elñ  

Convenio en referencia proh be a las partes contratantes exonerarse a s  mismas deí í  

las responsabilidades en que han incurrido por infracciones graves que se cometan 

en contra de las personas y bienes protegidos por el Convenio citado, debiendo 

entenderse ello a infracciones del  orden  penal, pues el citado art culo 130 seí  

refiere a actos  contra las personas o bienes, refiriendo  al efecto el homicidio 

intencional, torturas o tratos inhumanos , incluso experiencias biol gicas , el causaró  

de prop sito grandes sufrimientos  o atentar  gravemente contra la integridad f sicaó í  

o la salud, el hecho de forzar a un cautivo a servir en las fuerzas armadas de la 

potencia enemiga o privarle de su derecho a ser juzgado regular e imparcialmente 

al tenor de las prescripciones del Convenio. De otro lado, la Convenci n sobreó  

Imprescriptibilidad  de  los  Cr menes  de  Guerra  y  de  los  Cr menes  de  Lesaí í  

Humanidad  de 26 de noviembre de 1968 y que entr  en vigencia el 11 deó  

noviembre de 1970, que estatuye la imprescriptibilidad de los cr menes de guerra,í  

seg n la definici n  dada en el Estatuto del Tribunal Militar Internacional deú ó  
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N remberg , as  como de los cr menes de lesa humanidad cometidos tanto enü í í  

tiempo de guerra como en tiempo de paz, seg n el concepto que ense a el Estatutoú ñ  

en referencia, se refiere nicamente y exclusivamente a la acci n penal. As , elú ó í  

art culo 4 prescribe que los Estados Partes se comprometen a adoptar las medidasí  

legislativas o de otra ndole que fueran necesarias para que la í prescripci n  de laó  

acci n penal o de la penaó , establecida por ley o de otro modo, no se aplique  a 

los cr menes antes indicados. Se trata, en consecuencia, de tratados ratificados porí  

Chile y que se encuentran vigentes; luego, tienen la fuerza supra legal o infra 

constitucional a que alude el art culo 5° inciso 2° de la Carta Magna. í

DECIMO  PRIMERO:  EN  CUANTO  A  LA  ACCION  CIVIL 

DERIVADA DE LOS DELITOS DE LESA HUMANIDAD.

Que, sin embargo, lo pac fico tanto en la doctrina como de la jurisprudencia,í  

respecto de la tem tica referida en la reflexi n que antecede, no concurre respectoá ó  

de la acci n civil patrimonial derivada de los delitos de lesa humanidad. As , taló í  

como lo se alara el Tribunal Pleno de la Excma., Corte Suprema en sentencia deñ  

21 de febrero  de 2013,  reca da en los  autos  Rol  N° 10.665-2011,  tanto laí  

jurisprudencia  como la doctrina difieren respecto de la posibilidad de extender el 

status de imprescriptibilidad  que se predica de la acci n penal trat ndose de delitosó á  

de lesa humanidad, a las acciones dirigidas a obtener  reparaciones de naturaleza 

civil  por los mismos hechos,  ya que se sostiene, por una parte,  que tanto la 

responsabilidad civil como la penal derivada de esta clase de delitos se sujeta a un 

mismo  estatuto  de  imprescriptibilidad,  que  tiene  su  fuente  en  el  Derecho 

Internacional de los Derechos Humanos, el cual postula- en s ntesis-que todo da oí ñ  

acaecido  en  el  mbito  de  los  referidos  derechos  ha  de  ser  siempre  reparadoá  

ntegramente, con arreglo a las normas de derecho internacional convencional o, ení  

su defecto, del derecho consuetudinario, de los principios generales o aun de la 

jurisprudencia  emanada  de  tribunales  de  la  jurisdicci n  internacional,  ó m s  coná  

exclusi n  del derecho internoó , pues los deberes reparatorios impuestos  a los 

Estados  en  ese  mbito  trascienden  de  las  normas  puramente  patrimoniales  delá  

C digo Civil. De otro lado, se ha reiterado sostenidamente, que la acci n civiló ó  

pertenece al mbito patrimonial, encontr ndose  por tanto regida por el Derechoá á  

Civil,  toda  vez que el  Derecho  Internacional  no excluye  la  aplicaci n  deló  

derecho  nacional  sobre  la  materia,  en especial,  las  reglas  contenidas  en los 

art culos 2332 y 2497 de la recopilaci n sustantiva civil patria, que gobiernan laí ó  
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instituci n  de  la  prescripci n  extintiva  o  liberatoria  en  el  campo  de  laó ó  

responsabilidad extracontractual o aquiliana.

DECIMO  SEGUNDO:  Que,  en  t rminos  generales,  las  normas  queé  

gobiernan el modo de extinguir las acciones denominado prescripci n extintiva oó  

liberatoria  son,  mientras  se  cumplen  las  exigencias  que  autorizan  su 

procedencia, de orden p blico, irrenunciables e indisponibles por los particulares;ú  

luego, son normas jur dicas de excepci n, cuya interpretaci n debe ser restrictiva,í ó ó  

resultando legal y v lidamente improcedente su aplicaci n anal gica, no siendo, porá ó ó  

tanto, viable extender sus directrices a otros institutos jur dicos para los cuales elí  

legislador no los contempl  expresamente. As ,  siendo la regla general en estaó í  

materia  la  prescriptibilidad de las  acciones  civiles  en sede  patrimonial,  forzoso 

resulta concluir que la imprescriptibilidad es excepcional; luego, sta ltima requiereé ú  

texto  expreso  de  ley  que  autorice  su  procedencia.  As  por  ejemplo,  laí  

imprescriptibilidad en referencia se grafica expresamente, en materia de  sucesi nó  

por  causa  de  muerte, con ocasi n de la acci n de partici n,  prevista en eló ó ó  

art culo 1317 del C digo Civil,  cuando el legislaci n emplea la expresi n “ ...í ó ó ó  

podr  siempre pedirseá …”; en el Derecho de Familia, al tratar de la acci n deó  

reclamaci n de estado, estatuida en el art culo 320 del texto legal en referencia,ó í  

que establece “ Ni prescripci nó  ni fallo alguno, entre cualesquiera otras personas 

que  se  haya  pronunciado,  podr  oponerse…”  y  en  la  acci n  de  filiaci n,á ó ó  

consignada en el art culo 195 inciso 2° del C digo de Bello,  que reza “í ó El 

derecho de reclamar la filiaci n es imprescriptibleó …”; en materia de bienes, 

en  general,  y  en  los  interdictos  posesorios,  en  particular,  el  art culo  937  delí  

compendio de normas citado, al contemplar la acci n para pedir la destrucci n deó ó  

una obra nueva, nos ense a que “ ñ Ninguna prescripci n se admitiró á  contra las 

obras que corrompan el aire y lo hagan conocidamente da oso”  ; en la acci n deñ ó  

nulidad, establecida en el art culo 48 inciso 1° de la Ley de Matrimonio Civil,í  

que se ala “ La acci n de nulidad de matrimonio ñ ó no prescribe por tiempo,…” 

y en el art culo 57 del texto legal citado, que estatuye “ La acci n de divorcio esí ó  

irrenunciable y no se extingue por el mero transcurso del tiempo”. De otro 

lado, de un modo t cito se desprende del art culo  844 del C digo Civil,  queá í ó  

estatuye la acci n de cerramiento que, como manifestaci n del derecho real deó ó  

dominio,  s lo se extinguir  cuando la cosa incorporal en referencia se extinga.ó á  

Desde otra ptica, confirma la tesis de que la imprescriptibilidad es de car cteró á  
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excepcional y que , por ende, su procedencia requiere texto expreso de la ley, el 

art culo 26 de la Ley sobre Efecto Retroactivo de las Leyes, que se ala,” í ñ Lo que 

una ley posterior declara absolutamente imprescriptible no podr  ganarse porá  

tiempo bajo el imperio de ella, aunque el prescribiente hubiese principiado  a 

poseerla conforme a una ley anterior que autorizaba la prescripci n”, de lo cualó  

se infiere que las leyes que declaran imprescriptible  un derecho son de aplicaci nó  

inmediata.  A mayor abundamiento,  dentro del Derecho P blico,  si  bien resultaú  

discutible  que  la  nulidad  de  derecho  p blico  no  se  encuentre  sujeta  a  laú  

prescripci n extintiva, ello resulta pacifico  respecto de la acci n deducida por unó ó  

particular debidamente legitimado para actuar, ya que la naturaleza jur dica mismaí  

de la acci n entablada la enfrenta a la posibilidad de extinguirse por el simpleó  

transcurso del tiempo. As , la ley no somete a un estatuto determinado y particularí  

los efectos patrimoniales de un acto administrativo nulo, por lo que si compromete 

s lo la esfera de los derechos, patrimoniales o no,  de un sujeto de derecho, debeó  

regirse por las normas comunes existentes al respecto, contenidas en el C digo deó  

Bello, y por las particulares que le sean especialmente aplicables, dentro de las 

cueles se encuentran las que gobiernan la prescripci n extintiva o liberatoria, enó  

especial, el art culo 2497 de la recopilaci n sustantiva civil de que se trata. Así ó í 

tambi n podr a predicarse del  derecho de alimentos, pues, é í para el caso de que 

se  considere  un  bien  incomerciable,   de conformidad a lo  dispuesto en el 

art culo 2498 del C digo Civil, se trata de un derecho que no encuentra en elí ó  

comercio humano, por lo que las reglas sobre la prescripci n extintiva no le ser anó í  

aplicables, pues se encontrar an contempladas en el art culo 1464 N°1 del cuerpoí í  

legal citado; si se le considera un bien comerciable, quedar an- atendido su car cterí á  

de personal simo- incluidos en el N° 2 de la ltima disposici n legal citada. Siní ú ó  

embargo,  sea  que  se  trate  el  derecho  de  alimentos  un  bien  incomerciable  o 

comerciable, las acciones derivadas de las  pensiones alimenticias atrasadas, est ná  

sujetas a extinguirse por la prescripci n extintiva, por as  disponerlo expresamenteó í  

el art culo 336 del compendio de normas antes individualizado.í

DECIMO  TERCERO:  Que,  en  concepto  del  Tribunal,  la  normativa 

sustantiva internacional invocada por el actor, no obstante su car cter supra legal oá  

infra constitucional en relaci n a la del C digo Civil, no se encontraba vigente enó ó  

Chile  al  tiempo de ocurrencia  de los  hechos  que sirven de sustento  a la  

acci n enderezada en autos, esto es, el a o 1973ó ñ , puesto que la Convenci nó  
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Americana de Derechos Humanos o Pacto de San Jos  de Costa Rica del a o 1969,é ñ  

citado por el actor, fue promulgado reci n por Decreto Supremo  N°873 delé  

Ministerio de Relaciones Exteriores el 23 de agosto de 1990 y publicado en el 

Diario Oficial el 05 de enero de 1991. A mayor abundamiento, al dictarse el 

decreto  supremo individualizado precedentemente, el Estado de Chile, efectu  dosó  

declaraciones  y  al  final  de  ellas  expres  “Al  formular  las  mencionadasó  

Declaraciones, el Gobierno de Chile deja constancia que los reconocimientos de 

competencia que ha conferido se refieren a hechos posteriores a la fecha del 

dep sito de este Instrumento de Ratificaci n o,  ó ó en todo caso,  a hechos  cuyo 

principio  de ejecuci n sea  posterior  al  11 de marzo de 1990ó …”. As  lasí  

cosas,  si bien es cierto que el tratado en referencia tiene la fuerza vinculante 

que le reconoce a los de su naturaleza el art culo 5° inciso 2° de nuestra Cartaí  

Fundamental, ratificados por Chile, tambi n lo es que su vigencia comienza en unaé  

data muy posterior en el tiempo a aqu lla en que acaecieron los hechos que sirvené  

de fundamento al  libelo  de autos,  resultando,  en consecuencia,  inaplicables  sus 

normas al caso sublite  De otro lado, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Pol ticos, s lo vino a ser aprobado  por Decreto Supremo N°778 del Ministerio deí ó  

Relaciones Exteriores de  30 de noviembre  de 1976,  publicado en el  Diario 

Oficial el 29 de abril de 1989; luego, ambos instrumentos internacionales deben 

relacionarse con los efectos de la ley en cuanto al tiempo, con el art culo 6 delí  

C digo  Civil,  que  reza  “La  ley  no  obliga  sino  una  vez  ó promulgada en 

conformidad a la Constituci n Pol tica del Estado y ó í publicada de acuerdo con los 

preceptos que siguen”, Amen de lo anterior, de conformidad a lo estatuido en el 

art culo 7 del C digo de Bello, una vez publicada por regla general, salvo laí ó –  

situaci n excepcional prevista en el inciso 3° de la norma en comento- y desde laó  

fecha de su inclusi n en el Diario Oficial,  ó la  ley  se  entender  conocida  deá  

todos y ser  obligatoriaá . Finalmente, el art culo 9 inciso 1° del mismo cuerpoí  

legal,  estatuye que “La ley puede s lo disponer para el futuro,  ó y no tendrá 

jam s  efecto  retroactivoá ”, mandato  ste  ltimo  que obliga  y que debe seré ú  

observado perentoriamente por el Juez, m s no por el  legislador, quien si podrá á 

dictar normas jur dicas que importe o conlleven el efecto en referencia.í

DECIMO CUARTO: Que, sin perjuicio de lo expuesto en la reflexi n queó  

antecede, necesario es consignar que el tratado internacional que sirve de sustrato 

jur dico a la acci n enderezada en estos autos, esto es, la Convenci n Americanaí ó ó  
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de Derechos Humanos, no estatuye ni a n siquiera una suerte de imprescriptibilidadú  

gen rica de las acciones civiles patrimoniales, destinada a obtener  el reconocimientoé  

de la responsabilidad aquiliana del Estado o de sus rganos institucionales, comoó  

tampoco consigna precepto alguno que consagre la imprescriptibilidad invocada por 

el actor. A mayor abundamiento, ninguna de sus normas contiene expresamente una 

exclusi n- respecto de la materia que nos ocupa- de la aplicaci n del derechoó ó  

dom stico nacional vigente sobre el  conflicto  jur dico de relevancia  jur dica ené í í  

estudio. En efecto, el art culo 1 s lo consagra un deber de los Estados miembrosí ó  

de respetar los derechos y libertades reconocidos en esa Convenci n y garantizar suó  

libre y pleno ejercicio , sin discriminaci n alguna; y el art culo 63.1 impone a laó í  

Corte Interamericana  de Derechos Humanos un determinado proceder si se decide 

que hubo violaci n a un derecho o libertad protegido.ó

DECIMO QUINTO: Que, en las condiciones descritas, forzoso y necesario 

resulta concluir que la prescripci n extintiva o liberatoria constituye un principioó  

general del derecho destinado a garantizar uno de los fines del derecho, cual es, la 

seguridad jur dicaí  y, en su car cter, adquiere presencia en todo el espectro de losá  

distintos ordenamientos jur dicos,  í salvo que por ley  se determine lo contrario, 

esto es, la imprescriptibilidad de las acciones respectivas. En este escenario, no 

existiendo norma alguna en que se establezca  ni a n la imprescriptibilidad gen ricaú é  

de  las  acciones  orientadas  a  obtener  el  reconocimiento  de  la  responsabilidad 

extracontractual del Estado o de sus rganos institucionales, no corresponde concluiró  

si no, en ausencia de ellas, que cobran plena vigencia las reglas de derecho com nú  

referidas especialmente a la materia.

DECIMO  SEXTO:  NORMAS  VIGENTES  Y  APLICABLES  A  LA 

MATERIA DE SE TRATA.

Que, desde una ptica instrumental penal dom stica, la causa en virtud deó é  

la cual se pesquis  el secuestro simple y homicidio calificado de Francisco Laraó  

Ruiz,  se  tramit  al  amparo   de  las  normas  contenidas  en  el  C digo  deó ó  

Procedimiento Penal y no las del C digo Procesal Penal, en raz n de que steó ó é  

ltimo se aplica s lo a los hechos acaecidos con posterioridad a su entrada enú ó  

vigencia,  disponiendo el  legislador  sobre  el  particular,  una  entrada  en vigencia 

gradual del ltimo texto de normas en comento, a partir del 16 de diciembre deú  

2000, en virtud de lo dispuesto en los art culos 483 y 484 del C digo Procesalí ó  

Penal.  Lo anterior, se condice plenamente con el art culo 24 de la Ley sobreí  
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Efecto  Retroactivo  de  las  Leyes  que  reza  “Las  leyes  concernientes   a  la 

substanciaci n  y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde eló  

momento  en  que  deben  empezar  a  regir.  Pero  los  t rminos  que  hubiesené  

empezado a correr y las actuaciones y diligencias que ya estuvieren iniciadas  

se regir n  por la ley vigente al tiempo de su iniciaci ná ó ”. Respecto de la 

acci n civil que eventualmente pudiere haberse deducido en sede punitiva, cuesti nó ó  

que en los hechos no aconteci , el C digo de Procedimiento Penal establece algunasó ó  

normas sobre el particular. As , el art culo 5° estatuye que “ Pueden ejercitarseí í  

separadamente  ante el tribunal civil correspondiente las acciones para perseguir 

las responsabilidades civiles provenientes del hecho punible , salvo la que tenga 

por  objeto  la  mera  restituci n   de  una  cosa,  que  deber   ser  deducida,ó á  

precisamente,   ante  el  juez  que conozca  del  respectivo  procesal  penal”;   el 

art culo 10 incisos 2° y 3°, se ala que “En el proceso penal podr n deducirseí ñ á  

tambi n, con arreglo a las prescripciones de este C digo, é ó las acciones civiles que 

tengan por objeto reparar los efectos civiles  del hecho punible , como son, 

entre  otras,  las  que  persigan  la  restituci n  de  la  cosa  o  su  valor,  ó o  la 

indemnizaci n  de los perjuicios causados.ó  En consecuencia, podr n intentarseá  

ante el Juez que conozca del proceso penal las acciones civiles que persigan la 

reparaci n de los efectos patrimonialesó  que las conductas de los procesados por 

s  mismas hayan causado o que puedan atribu rseles como consecuencias pr ximas yí í ó  

directas, de modo que el fundamento de la respectiva acci n civil obligue a juzgaró  

las mismas conductas que constituyen el hecho punible objeto del proceso penal; de 

otro lado, el art culo 41 prescribe que “ Sin perjuicio de lo dispuesto en elí  

presente T tulo, la extinci n de la responsabilidad penalí ó ,  la  prescripci n  de laó  

acci n  civiló  y  de  la  penal,  y  de  la  prescripci n  de  la  pena,  ó se  regir ná  

respectivamente por las reglas  establecidas  en el art culo 2332 del C digoí ó  

Civil,  y  en  el  T tulo  V del  Libro  I  del  C digo  Penal.  í ó En  cuanto   a  la 

prescripci n  de  la  acci n  civil,  se  estar  adem s  a  lo  dispuesto  en  losó ó á á  

art culos 103 bis y 450 bisí ”; a su turno, el art culo 103 bis reza que “í El 

ejercicio   de  la  acci n  civil  durante  el  sumario,  debidamente  cursada,ó  

interrumpe la prescripci nó . No obstante, si dicha acci n no se formalizare enó  

conformidad  a lo prescrito en el art culo  428í ,  continuara la prescripci nó  

como si no se hubiere interrumpido”; de otro lado, el art culo 428 estatuyeí  

que “El ejercicio de las acciones civiles en el plenario se efect a por medio deú  
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una demanda, que deber  cumplir los requisitos exigidos por el art culo 254 delá í  

C digo de Procedimiento Civil. El querellante deber  interponer su demanda civil,ó á  

conjuntamente con su acusaci n o adhesi n, en un mismo escrito. Podr , tambi n,ó ó á é  

tambi n abandonar la acci n civil e interponer, dentro del plazo del art culo 425,é ó í  

nicamente su demanda civil. La falta de ejercicio de la acci n civil en el procesoú ó  

penal, sea que se abandone la acci n penal o no, no obsta  a su ejercicio ante eló  

juez  civil  competente.” Finalmente,  el  art culo  425 prescribe  que  “Si  en  elí  

sumario hubieren obrado querellantes o actores civiles, que no se hubieren desistido, 

el juez les dar  traslado de la acusaci n por á ó el t rmino fatal  y com n de diezé ú  

d así , que se aumentara en un d a por cada doscientas fojas de que constení  

los  autos,  no  pudiendo  exceder  de  veinte  d as.í  Dentro  de  este  plazo, el 

querellante podr  adherir a la acusaci n de oficio o presentar otra por su parte yá ó  

deducir  las  acciones  civiles  que  le  correspondan.  El  actor  civil  podrá 

interponer formalmente las suyas, en igual t rmino.é ” Desde el punto de vista 

del derecho sustancial penal, el art culo 105 inciso final del C digo Penal, estableceí ó  

que “La prescripci n de la responsabilidad civil proveniente del delito, seó  

rige por el C digo Civiló ”. 

DECIMO SEPTIMO: Que, de lo expuesto en el motivo que precede, se 

infiere que- salvo lo relativo a la interrupci n civil de la prescripci n de la  acci nó ó ó  

civil, cuando ella se verificare en el proceso penal- los dem s temas relativos alá  

modo de extinguir las acciones antes aludida, se gobierna por el C digo Civil, enó  

raz n de existir texto legal expreso de reenv o al respecto, m s a n cuando eló í á ú  

Derecho Civil se caracteriza por ser com n y general, en relaci n a las otras ramasú ó  

de las Ciencias Jur dicas, siendo su aplicaci n supletoria respecto de stas ltimas. í ó é ú

DECIMO OCTAVO:  EN CUANTO A LA INTERRUPCION DE LA 

PRESCRIPCION DE LA ACCION CIVIL PATRIMONIAL DERIVADA DE 

LOS DELITOS DE LESA HUMANIDAD  .  

Que, desde un lente sustantivo civil, el C digo de Bello, establece algunas normasó  

sobre este particular. As , el art culo 2497, ubicado en el T tulo XLII “í í í De la 

prescripci n en generaló ”, p rrafo 1°, previene que “Las reglas relativas  a laá  

prescripci n  se aplican  ó igualmente  a favor y en contra del Estado, de las 

iglesias, de las municipalidades, de los establecimientos y corporaciones nacionales, y 

de los individuos particulares que tienen la libre administraci n de lo suyo”, esó  

decir, las reglas sobre la prescripci n extintiva o liberatoria son ó aplicables tanto a 
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favor como en contra del Estado; de otro lado, el art culo 2332 del compendioí  

de normas en comento, ubicado en el Libro IV, T tulo XXXV “ De los delitos yí  

cuasidelitos” estatuye que “ Las acciones  que concede este t tulo por da o oí ñ  

dolo, prescriben en cuatro a os contados  ñ desde la  perpetraci n del  actoó ”; el 

art culo 2503 inciso 1°, 2° N° 1 e inciso final, establecen que “ í Interrupci nó  

civil es todo recurso judicial intentado por el que se pretende  verdadero due oñ  

de  la  cosa.  S lo  el  que  ha  intentado  este  recurso  podr  alegar  laó á  

interrupci nó ; y ni a n el en los casos siguientes: N°1 ú si la notificaci n de laó  

demanda no ha sido hecha en forma legal , agregando el inciso final, en lo 

pertinente, que en estos tres casos se entender   no haber  sido interrumpidaá  

la prescripci n por la demandaó , norma sta ltima que se encuentra en armon aé ú í  

y correspondencia, con lo previsto en el art culo 1603 inciso final, ubicado en elí  

Libro IV, T tulo XIV, p rrafo 7° “ Del pago por consignaci n” que previeneí á ó  

que “ Se entender  existir juicio desde el momento en que se haya notificado laá  

demanda” y con  lo  estatuido  en  el  art culo  1911  inciso  2° del  compendioí  

sustantivo civil, que reza “ Se entiende litigioso un derecho, para los efectos de 

los art culos siguientes, desde que se notifica judicialmente la demanda”í

DECIMO  NOVENO:  EN  CUANTO  A  LA  SUSPENSION  DE  LA 

PRESCRIPCION DE LA ACCION CIVIL PATRIMONIAL DERIVADA DE 

LOS DELITOS DE LESA HUMANIDAD.

Que el Fisco de Chile expresa en su libelo de contestaci n, en relaci n aló ó  

plazo de prescripci n estatuido en el art culo 2332 del C digo Civil, que “ Eló í ó  

plazo de prescripci n contemplado en el referido  art culo se cuenta, en este caso,ó í  

desde el 08 de febrero de 1991, fecha de entrega oficial a la Comunidad Nacional 

del informe de la Comisi n Nacional de Verdad y Reconciliaci n, creada medianteó ó  

Decreto Supremo N°355 de fecha 25 de abril de 1999, estim ndose que duranteá  

el R gimen Militar la prescripci n se entendi  suspendida por la imposibilidad deé ó ó  

los afectados de ocurrir a los Tribunales de Justicia” (sic).  Que, como todas las 

normas sobre prescripci n extintiva son de car cter excepcional, se debe hacer deó á  

ellas  una  interpretaci n  y  aplicaci n  restrictiva  a  las  situaciones  especialmenteó ó  

previstas en la ley. As , conviene consignar que la prescripci n de las acciones aí ó  

que alude el art culo 2332 del C digo de Bello, atendida su extensi n, responde aí ó ó  

la  naturaleza  jur dica  de  una  prescripci n  de  corto  tiempo,  quedando,  ení ó  

consecuencia, comprendida en el art culo 2524 de la recopilaci n sustantiva civil,í ó  

V
X

Z
P

P
V

F
W

G
M



corriendo el t rmino all  consignado “ é í contra toda persona”, m s a n cuandoá ú  

en el t tulo relativo a la responsabilidad extracontractual, el compendio de normasí  

en referencia, utiliza indistintamente las graf as “acciones” o “ hecho” (art culoí í  

2330 C digo Ciivl), siendo por ello que el art culo 2332 que gobierna el t rminoó í é  

de prescripci n, precept a que el mismo se contar  “ó ú á desde la perpetraci n deló  

acto”  Corrobora  lo  concluido  precedentemente,  esto  es,  que  los  plazos  de 

prescripci n  de  corto  tiempo  de  la  acci n  civil  patrimonial  en  estudio  no  seó ó  

suspenden, es que el propio C digo de Bello ó hubo de declarar expresamente lo 

contrario, esto es, que se suspenden, respecto de la acci n de nulidad relativa-ó  

que se extingue por 4 a os-  en el  art culo  1692 inciso 2°, respecto de losñ í  

herederos menores, esto es, que su cuadrienio o su residuo comienza a correr desde 

que hubieren llegado a la edad mayor,   en circunstancias que de sostenerse la 

improcedencia del art culo 2524 del citado c digo al caso en estudio, ello resultabaí ó  

innecesario al tenor de los dispuesto en el art culo 2520 ubicado en el p rrafo “í á  

De la prescripci n como medio de extinguir las acciones judiciales”, el cual seó  

remite al art culo 2509 N°s 1 que alude a la  procedencia de la suspensi n,í ó  

respecto de los menores. En este escenario y siendo, en concepto del Tribunal, 

improcedente  la  suspensi n  de la  prescripci n  en aquellas  de  corto  tiempo,  eló ó  

cuadrienio  estatuido  en  el  art culo  2332  del  C digo  Civil,  comenz  a  correrí ó ó  

indefectiblemente a partir del en el mejor de los escenarios para el actor el 05 de 

octubre de 1973, sin perjuicio de advertir que atendida la naturaleza jur dica de lasí  

normas que disciplinan el instituto de la prescripci n extintiva o liberatoria, esto es,ó  

de orden p blico e irrenunciables, en tanto cuanto no se cumpla el plazo respectivoú  

para proceder a la renuncia expresa o t cita al instituto en referencia, tanto  a lasá  

partes  como  al  juez  le  est  proscrito  crear   causales   de  suspensi n  de  laá ó  

prescripci n, desde que stas ltimas reconocen como fuente exclusiva y excluyenteó é ú  

de su establecimiento a  la ley. 

VIGESIMO: COMPUTO DEL T RMINO DE PRESCRIPCION  DE LAÉ  

ACCION CIVIL EN LA RESPONSABILIDAD AQUILIANA.

Que para los efectos de interpretar y discernir el sentido y alcance del 

art culo 2332 del C digo Civil, debemos recurrir a los elementos de exegesis legalí ó  

que  establece  la  recopilaci n  sustantiva  civil  patria  antes  citada.  As ,  el  s loó í ó  

elemento gramatical estatuido en el art culo 19 inciso 1° del C digo de Bello, nosí ó  

satisface para dilucidar la cuesti n en estudio, pues proh be al Juez al efectuar eló í  
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proceso hermen utico judicial de que se trata, consultar y/o recurrir al esp ritu deé í  

la norma, cuando el sentido de la ley es claro conforme a su tenor literal, rezando 

la norma en comento “Cuando el sentido de la ley es claro, no se desatender  suá  

tenor literal, a pretexto de consultar su esp ritu”. As , en el caso de autos, elí í  

plazo de prescripci n habr  de contarse desde la fecha de comisi n del il citoó á ó í  

generador de responsabilidad, esto es, en el mejor de los escenarios para el actor el 

05 de octubre de 1973. 

VIGESIMO    PRIMERO  : Que, de otro lado,  resulta legal y v lidamenteá  

improcedente  contabilizar  el  cuadrienio  en  referencia,  desde  que  los  titulares 

tuvieron  conocimiento e informaci n de los hechos respectivos, que incluso eló  

Fisco de Chile lo sit a en los a os 1990 y 1991; primero, porque  el c mputo enú ñ ó  

referencia no puede v lidamente quedar,  á en cuanto a su inicio, al arbitrio del 

titular del derecho, so riesgo de eventualmente perpetuar en el tiempo el ejercicio 

de las acciones civiles patrimoniales y, segundo, porque cuando el legislador ha 

establecido dicha forma de computar el plazo, esto es,  desde que el titular ha 

tomado  conocimiento  de  los  hechos,  lo  ha  dicho  expresamente. As , coní  

ocasi n de la acci n de reforma de testamento, el art culo 1216 inciso 1° deló ó í  

C digo Civil,  reza “Los legitimarios a quienes el testador no haya dejado lo queó  

por  ley  les  corresponde,  tendr n  derecho  a  que  se  reforme  a  su  favor  elá  

testamento, y podr n  intentar la acci n de reforma (ellos o las personas a quienesá ó  

se hubieren transmitido sus derechos), dentro de los cuatro a os contados ñ desde 

el  d a  en  que  tuvieron  conocimiento  del  testamentoí  y  de  su  calidad  de 

legitimarios”; con ocasi n de la acci n revocatoria en las donaciones entre vivosó ó  

o  irrevocables,  el  art culo  1430  del  C digo  de  Bello,  estatuye  “ La  acci ní ó ó  

revocatoria  termina  en  cuatro  a os  contados  ñ desde  que  el  donante   tuvo 

conocimiento del hecho ofensivo…” y , finalmente, en  la acci n de nulidadó  

relativa, ubicada en el r gimen matrimonial de participaci n en los gananciales, elé ó  

art culo 1792-4 inciso 2° del compendio de normas en comento,  establece que “í  

El cuadrienio para impetrar la nulidad se contar  desde el d a en que el á í c nyugeó  

que la alega tuvo conocimiento del acto” Am n de lo anterior, desde el puntoé  

de vista de la Historia del Derecho, el art culo 2332 del C digo Civil, tiene suí ó  

origen en el art culo 2496  del Proyecto “ In dito” de C digo Civil del a oí é ó ñ  

1853 que estatu a  “ Las  acciones  que concede este t tulo  por da o o dolo,í í ñ  

prescriben en dos a os desde el d a en que la persona a quien competen tuvoñ í  
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conocimiento del da o o doloñ ; pero en todo caso podr  oponerse a ellas unaá  

prescripci n de cinco a os”, idea que no se materializ  o plasm  en el C digoó ñ ó ó ó  

Civil actual de 1855 y que entr  a regir el 1° de enero de 1857.ó

VIGESIMO SEGUNDO: Que, el titular de la acci n civil patrimonial enó  

estudio,  de acuerdo a lo dispuesto en el art culo 105 inciso final del C digo deí ó  

Sanciones, la acci n civil patrimonial  derivada del il cito pesquisado y que sirve deó í  

sustento a la acci n enderezada en autos, debe gobernarse por el C digo Civil,ó ó  

dado  que  la  norma  en  comento   establece  “La  prescripci n  de  laó  

responsabilidad civil proveniente de delito, se rige por el C digo Civiló ”. Así 

las cosas, resultando aplicable  en la especie, la regla contenida en el art culo 2332í  

del C digo Civil, conforme a la cual las acciones establecidas para reclamar laó  

responsabilidad  extracontractual  prescriben  en  cuatro  a os,  contados  desde  lañ  

perpetraci n del acto, esto es, ó 05 de octubre  1973, forzoso y necesario resulta 

concluir que a la data de la notificaci n de la demanda de autos, esto es, ó 05 de 

septiembre de 2018, que el cuadrienio aludido precedentemente ha transcurrido en 

exceso y, consecuencialmente,  la acci n en estudio se encuentra irremediablementeó  

prescrita, resultando innecesario, en consecuencia, pronunciarse sobre los art culosí  

2514 y 2515 del C digo Civil  alegados en forma subsidiaria  por parte de laó  

agencia estatal. As  las cosas, el il cito civil generador de responsabilidad por faltaí í  

de servicio imputable a la demandada, ocurri  en el mejor de los casos el 05 deó  

octubre  de  1973,  m s  no  con  la  dictaci n  de  la  sentencia  emanada  de  laá ó  

Excelent sima Corte Suprema aludida en el N° 4 del fundamento quinto de esteí  

fallo como lo pretende el actor, desde que la sentencia en referencia dictada por el 

m ximo tribunal  del  pa s  en caso  alguno  puede  constituir  una  fuente  de laá í  

obligaci n que importe el deber de indemnizar al actor, salvo el caso de erroró  

judicial cuyo caso no es el de autos.  

VIGESIMO  TERCERO:  Que,  atendido  lo  concluido  en  el  motivo  que 

precede, este Tribunal estima innecesario pronunciarse sobre las otras alegaciones 

del Fisco de Chile en subsidio de la prescripci n extintiva alegada, en lo principal.ó

VIGESIMO CUARTO:  Que, en nada altera lo concluido precedentemente, 

los dem s medios de convicci n allegados al proceso, incluida la prueba testimonialá ó  

rendida en autos que no hacen sino confirmar la data de ocurrencia de los hechos 

que sirven de base para enderezar la acci n de autos.ó
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Por  las  anteriores  consideraciones,  normas  legales  citadas  y  lo  dispuesto, 

adem s, en los art culos 64, 144, 160, 170, 254 y siguientes, 309 y siguientes delá í  

C digo de Procedimiento Civil, 1698 del C digo Civil y Auto Acordado de laó ó  

Excma., Corte Suprema sobre Forma de la Sentencias de 30 de septiembre de 

1920, se declara:

I.-) Que SE RECHAZA la demanda deducida por don LUIS  ARTURO 

LARA  RUIZ  en contra del  FISCO DE CHILE representado por don  JOSÉ 

ISIDORO VILLALOBOS GARCIA- HUIDOBRO, ambos ya individualizados, en 

lo principal de fojas 1.

II.-) Que no se condena a la parte demandante al pago de las costas de la 

causa, por haber tenido motivos plausibles para litigar.

Reg strese, notif quese y arch vese, en su oportunidad.í í í

Rol N°2413-2018.

DICTADA POR DON ALVARO SAAVEDRA SEPULVEDA. JUEZ LETRADO 

TITULAR.  AUTORIZA  DON  JUAN  RODRIGUEZ  MOYA.  SECRETARIO 

SUBROGANTE.

En Talca, a tres de junio de dos mil veinte notifique por el estado diario la 

resoluci n que antecede.ó
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Este documento tiene firma electrónica y su original puede ser
validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la tramitación de la
causa.
A contar del 05 de abril de 2020, la hora visualizada
corresponde al horario de invierno establecido en Chile
Continental. Para la Región de Magallanes y la Antártica
Chilena sumar una hora, mientras que para Chile Insular
Occidental, Isla de Pascua e Isla Salas y Gómez restar dos
horas. Para más información consulte http://www.horaoficial.cl
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